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La imagen muestra un hombre ágil pese a sus 70 años. Del maletero del coche

blanco de alta gama saca a pulso dos bolsos de mano. Gira el rostro y empieza

a caminar a grandes zancadas. Alto, traje oscuro sobre la camisa clara, Rafael

Blasco viste su uniforme de político hasta para entrar en la cárcel. De lejos le

llega el murmullo de los flashes al otro lado de las rejas, pero en ningún momen-

to ofrece su rostro a los periodistas. Avanza hasta la garita de la prisión valencia-

na de Picassent sin vacilar, diríase que con prisa. La escena dura apenas 23

segundos en mitad de la mañana del lunes 15 de junio de 2015. Cinco días antes

el Tribunal Supremo ha ratificado la condena impuesta el 28 de mayo de 2014 por

el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana (TSJCV) por malversa-

ción de caudales públicos, prevaricación y falsedad documental. Tras ser absuel-

to de tráfico de influencias, la pena se ha reducido de 8 a 6 años y medio de pri-

sión, y ha quedado confirmada la de 20 años de inhabilitación.

El tribunal considera probado que el político maniobró desde su puesto de conse-

jero de Inmigración y Ciudadanía para que la Fundación Cultural y de Estudios

Sociales (Cyes) se lucrara con dos proyectos de soberanía alimentaria en

Nicaragua por un importe total de 1.666.099,86€, de los cuales solo llegaron a

su destino 47.953,34€, menos del 3%. El resto, los responsables de Cyes lo gas-

taron en dos pisos, un entresuelo y un garaje en Valencia, además de hinchar las

cuentas de algunos miembros de la trama corrupta capitaneada por el propio

Blasco. Otro cabecilla era el empresario Augusto César Tauroni, amigo del políti-

co y asiduo contratista de la Administración Pública valenciana desde finales de
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los 90. Tauroni ingresó el 23 de febrero de 2012 en la misma cárcel donde Blasco

ya ha pasado sus primeros 23 segundos. El reencuentro es inminente.

Son 23 segundos, además, que simbolizan el final de un régimen caracterizado

por la corrupción y una política voraz de grandes eventos para distraer la mirada

de allí donde se posaban las manos. Un cerrojazo a 20 años de gobiernos del

Partido Popular, desde 1995, con una factura de fastos e irregularidades cuya

suma hasta 2013 alcanzaba los 12.500 millones, casi la totalidad del presupues-

to de la Generalitat Valenciana para ese año. Gürtel, Brugal, Nóos… Así hasta una

veintena de casos, algunos con ramificaciones tan robustas como su tronco

común. Todo ello para conformar un edificio opaco que se derrumbó tras las elec-

ciones del 24 de mayo de 2015 y el triunfo de los partidos de izquierda, que con-

sumaron el cambio tras un pacto entre PSPV-PSOE y Compromís con el apoyo de

Podemos.

Un edificio, el del PP, de vertiginosas alturas y cimentaciones enfermas que tuvo

en Rafael Blasco uno de sus principales arquitectos. Un jefe de obra metódico,

hermético en la actitud e inabarcable en sus ambiciones y apetito de poder.

Temido, odiado y admirado al mismo tiempo. Un delineante de trazo oscuro a

plena luz. Ni de Eduardo Zaplana ni de Francisco Camps, ni de derechas ni de

izquierdas. De nada ni de nadie. Solo de sí mismo, solo de Rafael Blasco, el hom-

bre de grandes zancadas entre los escombros de un 15 de junio de 2015 que

cabe en 23 segundos.

EXPERIENCIA SOBRE EL TERRENO

“Estoy dispuesto a trabajar con cualquier partido para echar al PSOE”. Son pala-

bras de Rafael Blasco en 1995, meses antes de la victoria, en mayo, de Eduardo

Zaplana, candidato del Partido Popular y alcalde de Benidorm, quien enterró la

época del socialista Joan Lerma, al mando de la Generalitat Valenciana desde

1982. Zaplana obtuvo 42 escaños frente a los 32 de su rival, pero hubo de pac-

tar con los 5 diputados de la regionalista Unió Valenciana para contrarrestar los

10 de Esquerra Unida, posible aliada del PSPV-PSOE. Tras la victoria del PP,

Blasco fue nombrado director del Gabinete de Planificación, Estudios y Evaluación

de la consejería de Presidencia. Un nombre barroco para una tarea específica:

hundir aún más a la izquierda, en especial al PSOE, y borrar del mapa político a

Unió Valenciana. Blasco era la persona idónea por su experiencia sobre el terre-

no. En 1980 se había afiliado al PSPV-PSOE a través de su hermano Francisco,

alcalde de Alzira, ciudad natal de la familia, y tras una difusa experiencia clandes-

Una experiencia ciudadana de lucha contra la corrupción

• 10



tina de lucha antifranquista en el Movimiento Comunista de España y en el FRAP

(Frente Revolucionario Antifascista y Patriótico). Este padrinazgo y el supuesto

pedigrí izquierdista hicieron que pronto se convirtiera en un valor en alza: el pre-
sident Lerma lo nombró subsecretario de Presidencia y al poco ascendió a conse-

jero del ramo además de portavoz del Consell y miembro de la Ejecutiva del PSPV-

PSOE y del Comité Federal, el máximo órgano entre congresos del partido y matriz

de las decisiones internas.

Fue desde la sala de máquinas del partido que se posicionó a favor de Ciprià

Císcar en su lucha por el control de la nave socialista. Ciprià era el principal rival

de Joan Lerma y hermano de Consuelo, con quien no hacía mucho que Blasco se

había casado. El presidente, al tanto de las maniobras de su portavoz, optó por

una jugada de riesgo y le ofreció mayor poder y presupuesto, pero bajo vigilancia.

El 24 de julio de 1985, Blasco se puso al frente de la poderosa consejería de

Obras Públicas, Urbanismo y Transporte (COPUT). Unos peldaños más abajo que-

daba Blanca Blanquer, directora general de Urbanismo y esposa de Antonio

Birlanga, consejero de Economía y Hacienda, muy cercano a Joan Lerma.

Un salto de más de cuatro años nos lleva al 27 de noviembre de 1989. Dos poli-

cías acuden a casa de Blanca Blanquer con un magnetofón. Hace cinco días la

directora general ha presentado una denuncia en la Fiscalía del TSJCV por unos

presuntos sobornos a personal de su departamento a cambio de modificaciones

fraudulentas en parcelas. El juez Luis Manglano ha ordenado intervenir los teléfo-

nos de los implicados. Cuando los agentes le piden que identifique las voces,

Blanquer se queda de una pieza al reconocer la de su superior, Rafael Blasco,

quien parece estar completamente al tanto de una trama corrupta dentro de la

consejería con vasos comunicantes en varios ayuntamientos. La rama más cono-

cida acabaría siendo la del Plan General de Ordenación Urbana (PGOU) de la ciu-

dad de Calp, en la costa norte de Alicante, con sobornos a trabajadores de la

COPUT a cambio de recalificaciones ventajosas. A partir de esta investigación, la

Policía también descubrió que Blasco y cinco técnicos favorecieron al empresario

Jacques Lacroix en la adquisición de terrenos en el polígono de Ademuz, una zona

en expansión de Paterna, localidad próxima a Valencia. Las grabaciones revelaban

que político y subordinados habrían recibido, a cambio, unos 5 millones de pese-

tas (30.000€).

Pese al escándalo y la petición expresa del president, Blasco se negó a dimitir y,

al poco, el caso saltó a los medios con su nombre en los titulares. El 27 de

diciembre de 1989 el consejero acusó a Lerma de filtrar la noticia, por lo que fue

cesado ese mismo día, aunque continuó como diputado un año y medio, hasta

agotar la legislatura. Entre el 7 de junio y el 18 de julio de 1991, Blasco fue juz-
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gado por soborno, maquinación para alterar el precio de las cosas e intervención

en empresas con ánimo de lucro. Pero tanto él como el resto de imputados resul-

taron absueltos gracias a que el abogado Javier Boix, quien también le asiste en

el litigio por el saqueo en Cooperación, consiguió anular las cintas telefónicas al

argumentar que las grabaciones se realizaron sin acusación previa y fueron mani-

puladas por agentes que seleccionaron unos pasajes y excluyeron otros, algo que

es estricta competencia del juez.

Rafael Blasco juró venganza contra el PSPV-PSOE y contra Lerma. De regreso a

Alzira fundó el Partido Socialista Independiente (PSI) y después Convergència

Democràtica Valenciana, un intento de replicar la catalana Convergència con puen-

tes tendidos entre los sectores más moderados del nacionalismo y el regionalis-

mo. La experiencia, aunque fallida, permitió al político moverse entre los pliegues

de ambos universos políticos y conocer sus entresijos. En 1995 Rafael Blasco ya

era un tipo curtido con varios viajes de ida y vuelta por la política local y con la

ambición a prueba de cualquier ética. Solo era cuestión de tiempo coincidir con

Eduardo Zaplana y sentirse deslumbrado por su propia imagen en el espejo. 

EN LAS CÚSPIDES DEL PODER

La noche del 25 de mayo de 2007, el Partido Popular valenciano coronó las cús-

pides de su poder político. Las urnas le regaron con 1.277.458 papeletas, el

53,27% de los votos, que se tradujo en 54 escaños. Una victoria apabullante fren-

te a un PSPV-PSOE frenado en seco en 38 diputados y una Compromís, coalición

progresista con Esquerra Unida y Bloc Nacionalista Valencià como formaciones

principales, hundida con un decepcionante 8,14% de los sufragios y 7 diputados. 

Era inocultable que en el PP se sentían protagonistas de un destino sin fin y depo-

sitarios en exclusiva de la esencia de lo valenciano. Un discurso ebrio de propa-

ganda, consumido a grandes tragos, pero destilado minuciosamente en los labo-

ratorios ideológicos del partido, donde Rafael Blasco se deslizaba como pez en

barrica. “El que se haya quedado inamovible hoy en día es un fósil”, aseguró

durante una entrevista en el diario El Mundo, en 2003, para justificar su gran

capacidad de adaptación al medio, la de un darwinista convencido de que sobre-

vivir es la virtud de aliarse contra todo por lo que había luchado. A Blasco se le

atribuye el padrinazgo de buena parte de la estrategia bautizada como “poder

valenciano”, que sirvió a Eduardo Zaplana para convertir este territorio en la colo-

nia más floreciente del PP, orientarlo a un modelo económico inmobiliario y espe-

culativo y deslumbrar a la ciudadanía con la ilusión óptica de los grandes eventos.
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Todo ello con un resultado ruinoso por su desorbitado coste y permeabilidad a la

corrupción.

Solo entre 1995 y 2002 la deuda pública pasó de 2.650 a 7.100 millones de

euros. Proyectos como Terra Mítica, la Ciudad de la Luz, la Ciudad de las Artes

y la Ciencias o los patrocinios multimillonarios, y muy turbios, al cantante Julio

Iglesias a través del Instituto Valenciano de la Exportación (IVEX), empeñaron

las arcas autonómicas. Pero la postal del éxito ya estaba diseñada y sirvió para

que Zaplana diera el salto a la Moncloa como ministro de Trabajo el 9 de julio

de 2002. Su sucesor, Francisco Camps, aplicó la misma composición etílica,

pero con un aumento considerable de la graduación. Se acentuó la política de

grandes eventos a través de la competición de vela de la Copa del América y la

de los bólidos de la Fórmula 1. Todo ello con el apoyo de la manipulada radio-

televisión pública valenciana. Incluso la visita del papa Benedicto XVI, el 8 y 9

de julio de 2006, se convir tió en un acto de masas más publicitario que religio-

so. Poco importó que días antes, el 3 de julio, un vagón del metro de Valencia

descarrilara dejando 43 muertos y 47 heridos. El siniestro destapó la falta de

mantenimiento de la línea 1, la más longeva, y la más pura desidia operativa:

activar la baliza ya instalada en la curva del accidente habría sido suficiente

para evitarlo.

¿Pero qué son 43 muertos contra la euforia de una comunidad autónoma girando

sobre el mismo “eje de la prosperidad”, tal y como lo acuñó Camps? ¿Y miles de
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niños escolarizados en barracones? ¿Y listas de espera cada vez más largas en

Sanidad? ¿O la falta de presupuesto para la Dependencia? Voces agoreras con-

tra el progreso, meros fósiles de un ecosistema en ebullición. En definitiva, opo-

sición a silenciar. Una misión para Rafael Blasco, a quien se atribuye un papel

destacado, por ejemplo, en la muerte institucional de Unió Valenciana, que pasó

del 7,07% de los votos en 1995 al 0,95% en 2007, después que sus principales

líderes fueran fagocitados por el PP. O la fractura del eterno adversario socialista.

En 1993, PSI y PP se aliaron para desalojar al PSOE del ayuntamiento de Alzira

mediante una moción de censura. Lo mismo que en Calp y Dénia en 2008 a tra-

vés del PSD (Partido Social Demócrata), heredero del PSI. Fue en este nuevo arte-

facto de Blasco donde encontró refugio Eduardo Tamayo, el diputado socialista

tránsfuga de la Asamblea de Madrid que posibilitó, en 2003, junto a María Teresa

Sáez, la llegada al poder del PP de Esperanza Aguirre.

Tramas políticas, pero también sociales. Desde el círculo de influencia del políti-

co se incentivó la creación de la Federación de Asociaciones de Vecinos de la

Comunidad Valenciana (Favcova) para neutralizar las reivindicaciones de las enti-

dades de barrio más combativas. Lo mismo que la Federación de Asociaciones

para el Codesarrollo (Fedacod), contrapuesta a la Coordinadora Valenciana de

ONGD (CVONGD). El método era sencillo: se reducían las ayudas a las entidades

críticas y se aumentaban a las dóciles, a las que se les otorgaba voz y protago-

nismo como únicas interlocutoras con la Administración. A esta suma de estrate-

gias, Blasco se mantuvo fiel durante su vida de consejero trotamundos con el PP:

Empleo (1999-2000), Bienestar Social (2000-2003), Territorio y Vivienda (2003-

2006), Sanidad (2006-2007) e Inmigración y Ciudadanía (2007-2011). Un trayec-

to donde siempre anduvo acompañado por un grupo selecto de altos funcionarios

y contratistas con los que fue dejando un rastro de duda y voracidad hasta la

podredumbre final del saqueo a los fondos de cooperación con los países más

pobres.

LA PRIMERA TRAMA

Pese a su eficiente trabajo entre bambalinas, el ubicuo y fabulador Rafael Blasco

nunca ha generado unanimidad entre las distintas tribus del PP valenciano.

Algunos dirigentes lo consideran un intruso, pero un intruso útil cuyo poder inter-

no solo había que dosificar. Tras las elecciones de 2007, Blasco abandona

Sanidad, la consejería de mayor presupuesto junto a Educación, donde en apenas

un año ha hecho chirriar los goznes de una administración más pensada para per-
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files técnicos y de gestión que políticos. El afán por colocar a los suyos le había

enfrentado a su antecesor, Vicente Rambla. Y el impulso a la investigación con

embriones humanos, más mediático que real, le había enemistado con Juan

Cotino, reconocido miembro del Opus Dei.

Rambla y Cotino son dos conservadores de pata negra que, además, se han

convertido en pesos pesados tras su nombramiento en 2007 vicepresidente

político y social, respectivamente, del nuevo Consell. Pero al president
Francisco Camps no le es indiferente Blasco, por quien siente una devoción pri-

mitiva tras el apoyo incondicional de éste durante la guerra abierta dentro del

PP entre sus partidarios y los de Eduardo Zaplana. Con este telón de fondo se

crea la consejería de Inmigración y Ciudadanía (más adelante Solidaridad), la

tercera más pequeña, junto a Gobernación y Turismo, de las 14 del Gobierno

valenciano, pero hecha a la medida de Blasco. Meses antes, Les Corts habían

aprobado la Ley de Cooperación al Desarrollo de la Comunitat Valenciana, inten-

to sin demasiado énfasis por regular un ámbito con sus luces y sombras que,

tras casi 20 años de historia, no había preocupado en exceso a las institucio-

nes públicas. De hecho, la Dirección General de Cooperación, siempre deficita-

ria en medios técnicos y humanos, había ido pasando de consejería en conse-
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jería hasta acabar en manos de una consejera sin cartera, Gema Amor, arrinco-

nada por Camps debido a su lealtad por Zaplana.

Blasco acepta el encargo, pero exige tener manos libres y consigue que le aumen-

ten los fondos hasta los 94,8 millones. Con la presteza que le caracteriza, dise-

ña un presupuesto para 2008 que permite conceder subvenciones tanto por con-

vocatoria pública como discrecionalmente; ayudas para fundaciones, premios,

conmemoraciones y campañas televisivas, propiciando así un nuevo ecosistema

idóneo para favorecer redes clientelares y de propaganda. Esto se llevó a cabo,

por ejemplo, mediante el patrocinio de las Casas de Valencia en el exterior, la pro-

moción de la plataforma Fedacod, o el apoyo a la apertura de las llamadas AMICS

(agencias de mediación para la integración y la convivencia social) en varios muni-

cipios. La cooperación al desarrollo tampoco quedará al margen de esta estrate-

gia, con más de 51 millones entre convocatorias públicas de subvenciones y ayu-

das nominativas discrecionales, a través de convenios, casi a partes iguales.

Junto a Blasco ha desembarcado en la consejería Augusto César Tauroni, su con-

tratista de cabecera. Ambos son de Alzira y se conocen desde los 90, cuando el

empresario y el hermano menor de la saga, Bernardo, compartieron militancia en

Unió Valenciana y un negocio de frutas y verduras al por mayor. Con el tiempo,

Bernardo se dedicó al ladrillo y Tauroni a la informática, algo de lo que se valió

Blasco durante su etapa como consejero de Bienestar Social. En 2002 adjudicó

por 6,7 millones el teléfono de la mujer maltratada a Lonerson, una empresa dor-

mida que Tauroni rescató para asociarse con Tissat. La maniobra generó cierta

controversia y la oposición forzó la comparecencia de Blasco en Les Corts. Aun

así, éste siguió contratando con Tauroni a través de GCS (General de

Comunicaciones y Servicios), firma que, durante su etapa en Bienestar Social,

logró al menos cuatro contratos por cerca de 900.000€. 

Y polémica también fue la licitación en 2006, con Blasco en la consejería de

Sanidad, de Abucassis, base de datos con expedientes médicos de seis millones

de usuarios, por algo más de 7 millones a Dinamiz-e, otra firma de Tauroni. En

total, entre 2000 y 2009, el empresario y sus mercantiles obtuvieron 23 contra-

tos con la Administración Pública valenciana, según una respuesta parlamentaria

del PP al PSPV-PSOE en 2012, en la que no se especifica el total licitado.

Lógicamente, lo primero que aborda Tauroni en Inmigración y  Ciudadanía es la

gestión informática. Entre 2008 y 2011, al menos siete contratos valorados en 1

millón de euros son adjudicados a dedo a Fujitsu España Service, Comteldat e

Ibermática, meras intermediarias que subcontratan sistemáticamente a Tauroni a

través de Dinamiz-e y S&C Vision y Análisis. Pero las necesidades informáticas en

la consejería son limitadas y las ganancias no satisfacen las expectativas de la
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trama. Es necesario alcanzar el mejor bocado: las ayudas de cooperación interna-

cional. Para ello deben introducirse y operar en un sector profesionalizado, el de

las ONGD, que concurre a las subvenciones públicas, donde se siguen numero-

sos procedimientos de control, lo que obligará a Blasco a alterarlos para poder

disponer de los fondos a su antojo.

Un requisito fundamental es controlar la empresa externa que evalúa los proyec-

tos que se presentan a las convocatorias, ya que sus informes aportan una teó-

rica garantía de objetividad para mantener la apariencia de legalidad. El 3 de junio

de 2008, la UTE (Unión Temporal de Empresas) conformada por Inversiones y

Estudios Caaz y el Estudio Jurídico Manuel Broseta gana la licitación del contrato

para prestar este servicio. La primera está dirigida por Luis Fernando Castel

Aznar, y la segunda actúa a través de BiConsulting, una consultora del grupo. Son

firmas desconocidas en Cooperación, pero muy familiares para Blasco, a las que

ya gratificó generosamente durante su etapa como consejero de Territorio. En sep-

tiembre de 2005 se creó la empresa pública Técnicas y Tratamientos Energéticos

de Residuos (TTER), con un capital social de 15 millones, participado en un 5%

por Caaz, y que acabaría liquidándose en junio de 2012 con pérdidas de 3 millo-

nes. Además, en 2003 y 2006, Caaz recibió dos contratos menores por una suma

de 12.180€. Y en 2004, ya en UTE con Manuel Broseta, consiguió 827.032€ para

la “Puesta en marcha y gestión integral de la Agencia Valenciana de Vivienda de

Alquiler Infovivienda del IVVSA en Alicante”. Por su parte, en esa misma etapa,

Broseta en solitario ingresó 214.591,58€ por asesoramientos, asistencias, infor-

mes y gestiones. Finalmente, durante la época de Blasco en Sanidad, Caaz obtu-

vo 174.000€ por dos asesorías en el concurso del aparcamiento de los hospita-

les Doctor Peset, Virgen de los Lirios y General de Alicante, además de un contra-

to de 34.800€ para otra asistencia técnica en el hospital de Llíria.

Por otra parte, Blasco necesita alguien de confianza que le ayude a gestionar el

programa de cooperación con personal técnico externo. Por ello busca a Pascual

Lloria, otro viejo colaborador en Territorio y Sanidad, a quien el 23 de junio de

2008 adjudica este servicio de consultoría por 750.000€ a través de la empresa

Gesman Ingeniería. Esta licitación superará el monto de 1,2 millones al ir prorro-

gándose consecutivamente hasta 2012.

Con el camino más aplanado, Augusto Tauroni ya puede entrar en juego. Sólo

necesita encontrar una ONGD que presente los proyectos. La evaluadora externa

desde afuera y Blasco y los suyos por dentro ya se encargan del resto después.

Aparece en escena Marcial López, ex presidente del Colegio de Enfermeros de

Castellón, al que estafó 300.000€ en el 2000, por lo que será condenado en

2011. López preside la Fundación Cultural y de Estudios Sociales (Cyes), una
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sociedad doméstica que dirige con María Josefa Cervera, su segunda mujer.

Tauroni y López pactan que éste concurrirá a todas las convocatorias a su alcan-

ce. El empresario, a cambio de su intermediación, le pide el 25% de las subven-

ciones que le concedan.

A principios de junio de 2008, López presenta dos grandes proyectos de desarro-

llo para llevar cabo en Nicaragua, por cerca de 2 millones, con los que se propo-

ne adquirir dos pisos, un entresuelo y un garaje en Valencia bajo el concepto de

“oficina técnica”, y otros cinco proyectos para el diseño de sendos máster y la

organización de otras actividades. Los expedientes de los dos primeros llegan a

Teresa Clemente, la jefa de servicio de Gestión, encargada de comprobar que se

cumplen los requisitos administrativos de la convocatoria. Cyes no satisface dos

de ellos, experiencia previa y trabajo en red con otra entidad española, lo que

supone motivo de exclusión. Cuando le requieren esta documentación, López

monta en cólera. La funcionaria recuerda que, en tono prepotente, éste le pidió

que se dejara de papeles porque lo tenía “hablado y resuelto con el consejero

Blasco”.

Clemente comunica la incidencia a su superior, Agustina Tina Sanjuán, secretaria

general de la consejería y mano derecha de Blasco, a quien ha acompañado a tra-

vés del mismo cargo en Empleo, Bienestar Social, Territorio y Sanidad. Siguiendo

órdenes del consejero, Sanjuán, sin consultarlo con Clemente, remite los expe-

dientes a la empresa evaluadora externa. Cada expediente va a un despacho dis-

tinto de la UTE y, pese a incumplir los requisitos más elementales y quedar paten-

te la compra de inmuebles a cargo de la subvención, son aprobados aunque con

la puntuación más baja.

Se acerca el 31 de julio, fecha tope para cerrar convocatoria y presupuesto.

Sanjuán sospecha que, a pesar de los informes favorables de la evaluadora, los

expedientes no pasarán el filtro de la comisión técnica que ha de firmar la pro-

puesta de resolución que Blasco espera. El grupo lo conforman, además de

Teresa Clemente, la directora general, Carmen Dolz, el jefe de área, Sergio

Aguado, y el jefe de sección, Manuel Fornás. Son gente curtida que se conoce

desde hace años. El 25 de julio, con todo un fin de semana por delante y con las

evaluaciones en formato word y no en pdf, como es preceptivo, Sanjuán o alguien

bajo sus órdenes añade 10 puntos a los 62,14 iniciales, incluye el logo de

Promundis, una fundación con la que López ha mantenido contactos sin llegar a

ningún acuerdo, como entidad en red y rehace los párrafos más críticos. 

No resulta difícil para los miembros de la comisión, reunidos el 28 de julio, detec-

tar la mala labor cosmética. Se destaca que Cyes cuenta con “amplia experiencia

en el sector”, pero no hay ni un solo papel que lo acredite. El 30 de julio propo-
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nen excluirla de la convocatoria, pero no prospera porque Sanjuán se opone y su

firma es vinculante. Al día siguiente, Rafael Blasco cita a la comisión a las 19

horas. Es una reunión tensa, “muy desagradable”, explicará Dolz a la jueza, en la

que el político les abronca tras atribuirse ser “el máximo intérprete de las bases”,

por lo que la experiencia de Cyes, asegura Blasco, estaría acreditada. Clemente

y Aguado le contradicen y éste, furioso, se marcha para regresar pasados unos

minutos. “Debéis confiar en mí porque os he mantenido en la consejería a pesar

de advertirme que eráis un mal equipo”, “¿Nunca habéis cometido ninguna irre-

gularidad?”, ironiza y, acto seguido, amenaza con pasar agosto revisando el resto

de expedientes en busca de fallos. La presión llega a tal grado que los componen-

tes de la comisión deciden firmar el acta y que Manuel Fornás guarde una de las

tres copias a la espera de que López justifique la experiencia. Si en unos días

esto no sucede, el acta se destruirá y se redactará una nueva sin Cyes.

El personal técnico abandona la consejería pasadas las 22 horas y a las 23.33

Augusto Tauroni recibe una copia del acta, que reenvía a Marcial López con una

indicación: “Requisitos que debe cumplir para la experiencia previa”. López con-

fecciona el 5 de agosto un documento inventado que fecha el 16 de junio de 2008

con seis proyectos supuestamente desarrollados en municipalidades de

Nicaragua, país en el que nunca ha estado. El escrito llega a la consejería la

mañana siguiente y pese a no coincidir con lo habitual para acreditar la experien-

cia, que es presentar certificaciones o boletines oficiales, los técnicos ceden y

dan el visto bueno al acta.

Finalmente, el 3 de septiembre de 2008 el Diario Oficial de la Comunitat

Valenciana (DOCV) publica la resolución de la convocatoria de Grandes Proyectos,

que incluye los de Cyes por importe de 1.666.818,86€, el 14,1% del total de los

fondos concedidos, cuando la normativa establecía un máximo del 8% por enti-

dad. El 11 de septiembre, la fundación ingresa el dinero y López recibe dos fac-

turas de Gestiones e Iniciativas Arcmed, una de las empresas de Tauroni, por

208.352,46€, el 25% de cada expediente. De los 160.900,16€ relativos a los

tres proyectos de sensibilización, el máximo permitido, Arcmed también factura su

correspondiente cuarta parte: 40.225,04€. Todas ellas son facturas por concep-

tos y trabajos que jamás se realizarían.

Por su parte, Rafael Blasco, quien no ha olvidado la afrenta de meses atrás, ini-

cia ese mes la purga de los trabajadores críticos. Carmen Dolz abandona la con-

sejería a petición propia. Lo mismo que Manuel Fornás, un par de meses más

tarde. Sergio Aguado y Teresa Clemente, los más beligerantes, son cesados de

forma fulgurante. “Diferencias de criterio”, les comunica el consejero a través de

terceros.
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LA SEGUNDA TRAMA

La desaparición del anterior equipo supone una oportunidad magnífica para recon-

figurar el organigrama con personal más dócil e incluso cómplice. La primera en

llegar, el 19 de septiembre de 2008 es Pilar Collado, nueva directora general con

experiencia como vicepresidenta de Farmacéuticos Mundi y coordinadora del pro-

grama de Cooperación al Desarrollo de la Diputación de Valencia. Es una mujer

disciplinada, discreta y del Partido Popular. Al poco, el 1 de noviembre, la Jefatura

de Área la ocupa un personaje clave en la inmediata implantación de la trama:

Marc Llinares, un funcionario experto en programación que ha trabajado con

Rafael Blasco en las consejerías de Territorio y Sanidad, a cuya área de

Informática de esta última llegó en octubre de 2006 tras la destitución del ante-

rior responsable por negarse a firmar, en sintonía con los técnicos, un contrato de

3 millones para el mantenimiento del centro de proceso de datos.

Al año siguiente, la rúbrica de Llinares fue decisiva en la justificación que permi-

tió a la UTE Capgemini y Dimensión Informática hacerse con el contrato, negocia-

do y sin publicidad, del sistema Abucassis, por 7,4 millones. Dimensión

Informática era una mera pantalla de Dinamiz-e, una de las empresas cabeceras

de Augusto Tauroni, quien sintió una instantánea afinidad por Marc Llinares que

le llevó a proponerle negocios en común. El 1 de febrero de 2008, por mediación

de Arcmed, alquiló a la esposa de éste, Flor Vacas, una vivienda en la localidad

costera de Dénia por 2.500€ mensuales. Y ese mismo mes, Tauroni y Llinares ins-

talaron una franquicia de bollería DunkinCoffee. Pero el pacto de sangre entre

informáticos se produjo a mitad de noviembre de 2008, a las dos semanas de

incorporarse Llinares, quien adquirió el 30% de las acciones de Arcmed, empresa

que acababa de facturar 456.929,96€, a cambio de nada, a la fundación Cyes.

No cabe duda que Llinares es el principal interesado en encubrir los polémicos expe-

dientes en Nicaragua, cuya aprobación, junto a la posterior defenestración de la

comisión técnica, ha provocado gran estupor en la plantilla. Una de las técnicas, Eva

Solá, con casi dos décadas de experiencia en Cooperación, se encarga inicialmen-

te de la tramitación de ambos proyectos y no tarda en comprobar lo que es un secre-

to a voces: con el dinero de las ayudas se han comprado pisos en Valencia, algo

prohibido por la normativa de cooperación internacional al desarrollo. Solá envía un

correo a Llinares donde enumera ésta y otras irregularidades: falta de trabajo en

red, escasa aportación a Nicaragua y las nada creíbles facturas de Arcmed.

“Menudo marrón me han dejado”, se excusa Llinares, y con el pretexto de dedicar-

le al asunto toda la atención, la aparta de los expedientes y los traslada a su des-

pacho junto al resto de la convocatoria de Grandes Proyectos de 2008.
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Llinares, preocupado, le cuenta a Tauroni que los pisos de Cyes van de boca

en boca dentro de la consejería y éste escribe a Marcial López un correo muy

duro: “De todas las formas en las que podías haber actuado has elegido la

peor (…) Así que me rindo (…) Tomaste un camino que te lleva directo al

desastre”. Tauroni deja caer a López, quién volverá a concurrir a la convocato-

ria de 2009 con otro proyecto que incluye un nuevo piso como oficina técnica

y varios de Sensibilización, Ayuda humanitaria y Desarrollo. Ninguno le será

aprobado. 

La ruptura con Cyes acelera el plan que Tauroni tiene en mente desde hace tiem-

po: crear su propia fundación y acceder directamente a las convocatorias. ¿Para

qué conformarse con el 25% pudiendo quedarse con todo? El 5 de diciembre las

empresas Arcmed y Dinamiz-e constituyen la Fundación Solidaria Entre Pueblos

(FSEP), que más tarde se llamará Hemisferio tras la demanda de la histórica

ONGD Entrepobles. Como el requisito de antigüedad les impide todavía concurrir

Una experiencia ciudadana de lucha contra la corrupción

21 •

Representantes de la CVONGD demandan frente a la Fundación Cyes 

la devolución de los fondos destinados a cooperación sustraídos.

València, 8 de abril de 2014. © CVONGD.



directamente a las convocatorias públicas, en la FSEP se dedican a captar peque-

ñas oenegés con las que suplir, además, la falta de experiencia previa, y a las que

aseguran que si van de su mano “el premio está garantizado”. La mecánica es

sencilla: los proyectos se redactan en la oficina de la fundación sin que importe

su calidad, la evaluadora externa los puntúa al alza y la consejería los aprueba en

detrimento de otros objetivamente mejores. Una vez ingresada la subvención, la

mitad del dinero va llegando a la trama a través de una red de empresas en

España y Estados Unidos, la mayoría vinculadas a Tauroni y su entorno, que fac-

turan cantidades desorbitadas por trabajos de inferior cuantía o que, sencillamen-

te, jamás se efectúan.

La estructura de la FSEP aparece ampliamente descrita en la declaración que la

ex trabajadora Julia Queralt presta el 27 de julio de 2011 a la Policía Nacional. El

presidente es Adolfo Soler, pero depende de César Augusto Tauroni, quien delega

en Joaquín Rafael Blasco (sin vinculación con el consejero) la gestión diaria.

Arturo Tauroni, hermano menor, y César Augusto, el padre de ambos, elaboran

informes y justifican gastos. Maribel Castillo realiza la interlocución entre las

oenegés satélite y la consejería, cuyo vínculo es Marc Llinares y Antonio Gullón,

asesor en el gabinete del consejero, e incluso María Ángeles Rincón, secretaria

personal de Blasco. Alina Indiekina, pareja de Augusto, es la secretaria. Alfonso

Navarro, de Arcmed, se dedica a los recados. Y primero José Bollaín y Alfonso

Freire a partir de marzo de 2011, llevan los asuntos legales. Noelia Guilló y la pro-

pia Queralt, auxiliares administrativas, elaboran la parte técnica de los proyectos.

Para ello, Joaquín Rafael Blasco dispone de un armario con fotocopias de otros

aprobados a entidades como Fiadelso, Acsud y Dasyc. Se los ha proporcionado

Llinares y le sirven de modelo y plantilla para elaborar los suyos. Incluso un mes

antes de la publicación oficial, que será en marzo, ya cuentan con una copia de

la convocatoria de 2009. “La Coordinadora de ONGD nos la ha facilitado a todas

las organizaciones para que vayamos adelantado trabajo”, miente a Julia Queralt. 

La puesta de largo de la fundación está próxima y nada puede fallar. El 3 de abril,

Llinares elabora un documento (cuya ilustrativa contraseña es “caaz”) que acaba-

rá requisado por la policía y que lleva como título: “Instrucciones para el arreglo

de las convocatorias”. Es un listado donde orienta cómo subir o bajar la puntua-

ción según las entidades sean afines o contrarias. En este segundo capítulo seña-

la a la Fundación Juan Bonal, Federación de Asociaciones de Solidaridad con el

Pueblo Saharaui del País Valenciano, Atelier ONGD, Cooperación Internacional

ONG, Fundación El Alto y Cooperación y Desarrollo de América Latina.

El 6 de julio de 2009 se publica en el DOCV la resolución de la convocatoria de

Grandes Proyectos, que da sus primeros frutos a la FSEP. Dos de sus entidades-
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pantalla, Ceiba y Fudersa (Fundación para el Desarrollo Rural y Salud), obtienen

cuatro subvenciones, en Guinea Ecuatorial y República Dominicana respectiva-

mente que, sumadas a otra de Sensibilización aprobada a Fudersa por 53.107€,

ascienden a un total de 1.393.311,18€. Pero es en 2010 cuando la fundación de

Tauroni se aboca a por los fondos a mandíbula batiente. En diciembre de 2009,

la UTE Caaz-Broseta consigue, al alza, una prórroga del contrato como evaluado-

ra. Y el 16 de febrero de 2010, la FSEP recibe sus primeros 415.000€ a través

de una ayuda discrecional por convenio. La decisión obvia que la entidad carece

de la antigüedad necesaria para recibir subvenciones por convocatoria e ignora el

informe desfavorable del técnico Juan José Iborra, que apunta que el presupues-

to no se corresponde con la actividad, no existe socio local y las facturas profor-

ma están infladas. Pese a ello, el convenio se aprueba, lo que precipitará la dimi-

sión de Iborra al mes siguiente.

Desde hace tiempo un ambiente venenoso envuelve la consejería, donde la trama

no oculta su asalto sin matices a las convocatorias. El 24 de febrero, Tauroni

envía un correo a Llinares con una lista blanca y negra de entidades: “Los en rojo

son que NO, NEIN, NI DE COÑA, VAMOS QUE NO. Los que están en VERDE son la

lista blanca, o sea, que sí, o sea que somos nosotros, o sea que como se equi-

voque lo mato” (sic). El saqueo es tan evidente que hasta la propia Pilar Collado

se revuelve contra los suyos y echa en cara a Marc Llinares que se pretenda

excluir a ONGD con gran experiencia e incluir otras que, además de no tenerla,

han presentado proyectos prácticamente iguales en países poco habituales y

cuyos materiales se comprarán en España y no en el lugar de destino, como acon-

seja la normativa de cooperación internacional al desarrollo. Collado, además,

tiene una pésima relación con Llinares, a quien no le reconoce la más mínima

aptitud en Cooperación ni capacidad administrativa. Tampoco ve claro algunas de

las propuestas recientes impulsadas por Blasco, como obligar a las entidades a

destinar el 1% de las subvenciones recibidas al pago de unas supuestas accio-

nes de sensibilización concertadas previamente por la consejería con la empresa

de publicidad Ismos, designada a dedo por Blasco, a la que las propias entidades

debían pagar por unas actividades que escaparon a su control y sirvieron sobre

todo como propaganda de la consejería. Esta decisión desató por primera vez las

alarmas en el sector.

Pero la gota que colma el vaso para Pilar Collado es el intento por parte de Marc

Llinares y Tina Sanjuán de aprobar un proyecto en Paraguay de la FSEP, a pesar

de que no cumple el requisito de antigüedad. Llinares, pese a las reticencias de

la directora general, hace caso omiso y lo envía a la evaluadora externa donde,

como es habitual, lo puntúan para ser aprobado. Collado se niega a firmar el acta
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y decide dejar el cargo. “Ten cuidado no te cuelen un expediente con un lío de

unos pisos aprovechando que te vas”, le advierte Amparo Ortiz, jefa de servicio

de Gestión Administrativa. Collado no sabe nada de Cyes ni de Marcial López,

quien no solo no ha devuelto el dinero de los inmuebles, sino que ha creado una

empresa, Acip, para facturar a Cyes, es decir a sí mismo, 133.345,58€ en cada

proyecto para reformar los pisos y gastar en hoteles, restaurantes y viajes por

España y la República Checa. 

La directora general renuncia el 30 de abril tras una reunión con Rafael Blasco en

la que el consejero se muestra indiferente y en ningún momento se plantea excluir

a las entidades vinculadas a la FSEP. A Collado le sustituye, el 3 de mayo de

2010, el director general de Inmigración, Josep Maria Felip, quien suma en un

único cargo esta competencia y Cooperación. Se trata de un hombre de la casa

cuya trayectoria ha corrido en paralelo a la de Blasco, aunque con distinto grado

de glamour y éxito. Sus inicios políticos también aluden confusamente a la lucha

antifranquista, después al PSPV-PSOE como secretario de Joan Lerma y, por fin,

al PP como asesor en distintas consejerías. Felip firma la propuesta de resolución

de la convocatoria de cooperación para el desarrollo, que se publica en el DOCV

el 14 de mayo con la firma de Blasco. De la lista blanca de Tauroni, siete proyec-

tos resultan aprobados: dos de Fudersa, en República Dominicana; uno de

Asamanu, en Senegal; dos de Esperanza Sin Fronteras (ESF), en Perú; y dos de

Asade África, en Mauritania y Camerún. El de la FSEP en Paraguay queda fuera,

pero será incluido en la convocatoria siguiente a través de Ceiba. El total conse-

guido provoca el regocijo de la trama: 2.560.330,65€. Un incremento de los bene-

ficios de más del 100% pese al recorte del 35% en la convocatoria por la crisis

económica. Para ello ha sido necesario dar otra vuelta de tuerca a los criterios de

evaluación de los proyectos, concretamente a los 20 puntos que concede direc-

tamente la consejería a las entidades solicitantes. En lugar de vincularse como

hasta entonces a su buen desempeño, se supeditan a una ambigua adecuación

a los “Objetivos y Prioridades de la Generalitat Valenciana”. Este cambio, impres-

cindible en 2010, aún lo será más en las convocatorias de 2011.

La trama siente que no tiene techo. Luis Fernando Castel Aznar se independiza

de Manuel Broseta y monta su propio despacho, Expande, al que, naturalmente,

le adjudicarán el contrato de la evaluadora externa para 2011. El 30 de junio dimi-

te Amparo Ortiz y regresa a la Abogacía de la Generalitat. Por su parte, Felip firma

el 12 de julio el cierre de los expedientes de Cyes sin el reintegro de los pisos.

En la consejería apenas quedan críticos salvo algunas técnicas de a pie. Una de

ellas, Begoña Campaña, planifica que la becaria Victoria Vila, destinada a

Nicaragua, visite el 26 y el 27 de agosto de 2010 los dos proyectos de Cyes. El
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30 escribe impactada a su tutora: solo han llegado 50.000 dólares para la cons-

trucción de un par de pozos manuales. Los informes de Vila escuecen en la con-

sejería y Llinares ordena a la recién llegada Jenny Maita, técnica afín, el control

de las becas. A partir de entonces sólo se visitarán  los proyectos que aparezcan

en las listas que ella confecciona con el visto bueno de aquel. 

Es un último filtro para evitar fugas del búnker en que Rafael Blasco ha converti-

do la consejería. O eso cree. Son demasiadas artimañas, sin disimulo alguno y a

la vista de no pocas personas, para que la trama pase inadvertida. Su irrupción

a la luz pública solo es cuestión de tiempo.

LA TERCERA TRAMA

El 12 de enero de 2010 un terremoto con fuerza de 7 grados en la escala de

Richter sacude la isla de La Española a 15 quilómetros al sudeste de Puerto

Príncipe, la capital de Haití, el país menos desarrollado de América Latina, con un

80% de población pobre y un 54% extremadamente pobre. Todo queda por los

suelos: edificios, infraestructuras, instituciones, servicios básicos… Los muertos

se cuentan por centenares y la población deambula sin destino por las calles. Las

continuas réplicas ahondan la tragedia. Un año después, las cifras oficiales reco-

gen 316.000 fallecidos, 350.000 heridos y 1,5 millones de personas sin hogar.

Es la peor catástrofe humanitaria en los últimos 30 años.

La comunidad internacional se moviliza con el envío de equipos de rescate y

ayuda solidaria. En Valencia se activa el Comité Permanente de Ayuda

Humanitaria (CAHE), creado en el 2000 e integrado por la Generalitat Valenciana,

las tres diputaciones provinciales, los cuatro principales ayuntamientos, la

Federación Valenciana de Municipios y Provincias (FVMP), el Fons Valencià per la

Solidaritat (FVS) y las fundaciones de Bancaixa y la Caja de Ahorros del

Mediterráneo (CAM). Rafael Blasco, en una decisión absolutamente inusual, abre

una cuenta en cada una de las dos entidades bancarias, que no tardan en reunir

177.779,19€ entre aportaciones de ciudadanos, empresas, ayuntamientos y la

Mesa de Les Corts. El 18 de enero se reúne el CAHE. Además de estas aporta-

ciones, otras entidades muestran disponibilidad a contribuir con nuevas sumas.

La directora general de Cooperación, Pilar Collado, sugiere aunar las contribucio-

nes en una acción conjunta más potente y con mayor visibilidad.

El 3 de febrero se vuelve a convocar el CAHE. Asisten Rafael Blasco; el president
de la Generalitat, Francisco Camps; la alcaldesa de Valencia, Rita Barberá; y la de

Alicante, Sonia Castedo. Varias entidades con presencia en Haití son invitadas y
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los políticos se lanzan a sugerir todo tipo de ideas. Barberá plantea una paella

solidaria organizada por el gremio de arroceros y reconstruir una ciudad o un

barrio al que propone rebautizar como “barrio Sorolla”. Desde la Diputación de

Castellón apuestan por apadrinar una localidad devastada e incluirla como un

municipio castellonense más. Pilar Collado recomienda esperar a que la AECID

(Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo) determine sus

prioridades para coordinar la ayuda valenciana. Pero Blasco reconduce la situa-

ción con un golpe de efecto: ni reconstrucción de barrios ni padrinazgo de locali-

dades, ya que la sociedad valenciana tiene suficiente entidad para edificar una

micro-ciudad de nuevo cuño. La idea entusiasma a Camps y el consejero, cuyo

fino olfato ya ha detectado la posibilidad de negocio, insiste: “La AECID no es

quien para decirle al CAHE lo que debe hacer”. 

En la siguiente reunión, el 18 de febrero, Pilar Collado informa que la consejería

ya valora diseñar un proyecto de 5 millones en cinco años durante dos fases.

Margarita Montañés, de la Fundación Bancaixa, vacila, ya que los donantes han

ingresado dinero para un plan de Emergencia y no de Cooperación. Y Trinidad

Blanch, de Asamblea de Cooperación por la Paz, solicita la participación de otras

organizaciones, en especial las 26 que forman parte de la Coordinadora

Valenciana de ONGD y trabajan en Haití. Las dudas afloran. Cruz Roja desmiente

públicamente las noticias que le vinculan al proyecto y el 10 de marzo también se

desmarca Acción contra el Hambre. Desde la CVONGD se quejan formalmente que

no se haya convocado el Órgano Consultivo del CAHE, del que forman parte, y soli-

citan mayor transparencia en el uso de los fondos. 

Mientras, Josep María Felip, quien ya ha sustituido a Pilar Collado al frente de la

dirección general de Cooperación, asume el rol de comisario dentro del CAHE, cuya

primera reunión preside el 26 de mayo de 2010. Ese día, la técnica Eva Solá llega

a la República Dominicana, rumbo a Haití, enviada por la consejería para sondear

posibles donantes de terrenos. Solá ha previsto viajar a Puerto Príncipe, donde tie-

nen presencia las ONGD con sede valenciana, pero Marc Llinares, en el último

momento, le ordena ir a Jacmel, en el sudoeste, donde le espera el delegado del

gobierno en esa localidad, Zidor Fednel. La propuesta del político haitiano consiste

en gestionar directamente los fondos y, de paso, reconstruir su oficina. En todo

caso, descarta la micro-ciudad por problemas con la propiedad, el catastro y la difi-

cultad de trasladar población en un país con las comunicaciones quebradas. 

A su regreso, la técnica informa a las ONGD valencianas y escucha sus propues-

tas de cara a la reunión del CAHE del 30 junio. Felip ha seguido su propio cami-

no y también ha contactado con Fednel, quien le ha ofrecido cuatro alternativas:

edificar un hospital o centro de especialidades en Belle Anse (76 quilómetros al
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este de Jacmel), reconstruir un centro de formación profesional en Jacmel, contri-

buir a la rehabilitación del patrimonio en esta localidad o instalar una fábrica de

zumo de mango. La primera opción es la que más gusta a Blasco y Felip, quien

así lo deja entrever durante la reunión. Es la primera noticia que Solá tiene del

hospital y siente que los políticos quieren forzarla a validar técnicamente una deci-

sión que ya han tomado de antemano. Sin embargo insiste en que la cooperación

en la zona sigue centrada en la emergencia, que es necesario mantenerla, más

aún cuando los valencianos han dado su dinero para ello. Y que solo a medio

plazo deben emprenderse acciones de reconstrucción. 

Pero no hay nada que resolver ni discutir. Rafael Blasco y los suyos ya intuyen

grandes ganancias con un hospital de 5 millones de euros. Los trámites se ace-

leran y, del 9 al 16 de agosto, una delegación de la consejería se desplaza a Haití

para suscribir un primer acuerdo con el Gobierno local y preparar la inminente visi-

ta de Rafael Blasco. La encabezan Josep Maria Felip y Antonio Gullón. Y por parte

de la FSEP viajan Joaquín Blasco y Carlos de Benito. El 30 de agosto, en Puerto

Príncipe, Blasco firma con el ministro de Salud Pública y de la Población del país

antillano, Alex Larsen, el “Memorando de entendimiento entre la Generalitat

Valenciana y la República de Haití”. El consejero está exultante: acaba de rubricar

el acuerdo más importante en la historia de la Cooperación valenciana.

El 3 de septiembre, Felip reúne al CAHE para informar de la elección de la FSEP,

a la que han decidido encargar la ejecución integral del proyecto. “Es la única enti-

dad que respondió a la llamada de la Generalitat para cubrir todos los aspectos y

acompañó a la delegación valenciana en la primera visita”, justifica. La represen-

tante de la fundación Bancaixa, Margarita Montañés, solicita más información

sobre la entidad propuesta y sobre la futura propiedad del hospital. Y Felip estira

el currículum de la entidad al asegurar que dispone de sede en Valencia, en

República Dominicana y Haití; que ha ejecutado proyectos en Perú y Guinea; y que

está capacitada para atender todos los flancos: buscar empresas constructoras,

gestionar la edificación y encargarse de los trámites de fronteras. Felip convence

al CAHE, cuyos miembros solicitan que la Generalitat acredite a la fundación de

Tauroni para que puedan ingresarle otras sumas, alrededor de 120.000€, que se

han seguido colectando.

El 29 de septiembre de 2010, con el visto bueno del Consell, Rafael Blasco

firma la resolución que concede a la FSEP los 177.779,19€ recaudados en

cuentas solidarias para “trabajos de consultoría técnica al proyecto de construc-

ción de un hospital en el municipio de Belle Anse, provincia de Jacmel, en

Haití”. Ignora que otro tipo de seísmo está a punto de remover las estructuras

de todas las tramas.
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LA TRAMA DE BLASCO, A LA LUZ PÚBLICA

A las 20 horas del 6 de octubre de 2010, la Cadena SER abre su informativo de

la noche, Hora 25, el más escuchado de la radio, con un titular de impacto: “El

gobierno de Francisco Camps autorizó la compra de pisos y garajes en Valencia

con dinero del Tercer Mundo”. La noticia destapa la trama de la fundación Cyes a

cuenta de los proyectos en Nicaragua, de la que da detalles precisos. Al día

siguiente, El País, diario del grupo Prisa, al que también pertenece la SER, repro-

duce la primicia en portada: “El Gobierno de Camps destina fondos de coopera-

ción a comprar pisos”. El contenido de las informaciones es idéntico al de la

denuncia que, el 24 de septiembre, ha presentado ante la Fiscalía Provincial de

Valencia la diputada autonómica del PSPV-PSOE, Clara Tirado, quien asegura

haber recibido parte de los expedientes de Cyes de manera anónima. Por su

parte, Sergi Pitarch, periodista de Levante-EMV, lleva cuatro meses ordenando y

contrastando la ingente documentación, un disco duro de muchas gigas, facilita-

do por una ex trabajadora de la FSEP. “El Consell auspicia un entramado de ONG

que desvía dinero de cooperación a sus empresas”, publica el 8 de octubre. Será

la primera de numerosas noticias, durante 23 días seguidos, con las que Pitarch

dejará al desnudo la estructura de la trama. Por otras vías, toda esta información

también ha llegado a manos de la diputada de Compromís en Les Corts, Mireia

Mollá, quien el 14 de octubre la trasladará a la Fiscalía. 

El encadenamiento de revelaciones provoca un intenso estado de shock al inte-

rior de la consejería. Tauroni, desde el 1 de octubre, ya tiene lista una batería de

respuestas a las cuestiones más polémicas, como la experiencia de Cyes, los

pisos o las distintas ONG que orbitan alrededor de la FSEP. Sospecha, por tanto,

posibles filtraciones, pero desconoce cuándo y cómo se producirá su salida a la

luz pública. Esto ocurre en el peor de los momentos, con Marc Llinares y la técni-

ca Francine Codina de vacaciones. La segunda es la trabajadora de confianza a la

que el primero ha encargado la tramitación de los expedientes de Cyes y del resto

de la red de Tauroni. En medio de un ambiente de gran confusión, Rafael Blasco

ordena elaborar un certificado con facturas admitidas y excluidas que aparente

que los pisos fueron rechazados en su día y que firma Alexandre Catalá, subse-

cretario de la consejería, con fecha 8 de julio de 2010, cuatro días antes de que

Josep María Felip cerrara los expedientes. “Es un ataque político y hay que pasar

a la ofensiva”, arenga Blasco a los suyos y les conmina a rehacer cuanto antes

la documentación para enviarla a la Fiscalía y a la Sindicatura de Cuentas, ade-

más de mostrarla a partidos políticos y periodistas.

Pero pasan los días y las informaciones sobre la trama siguen apareciendo a dia-

Una experiencia ciudadana de lucha contra la corrupción

• 28



rio en los medios. Rafael Blasco convoca al personal de la consejería: “No voy a

permitir que se difame a mis técnicos”, asegura junto a los expedientes de Cyes

presidiendo la larga mesa de reuniones. Acto seguido despliega una hoja de fir-

mas en apoyo a su gestión y abandona la sala. El ambiente es de una extrema

tirantez. Concha Gisbert, jefa de servicio de Planificación, se acerca al papel, lo

mira, le da la vuelta, lo vuelve a mirar, lo deja sobre la mesa y abandona la reu-

nión. La mayoría de técnicas y becarias reaccionan de la misma manera. Con la

plantilla dividida, se inicia una caza de brujas dentro de la consejería que encabe-

za Dolores Escandell, jefa de servicio de Gestión, en sustitución de Amparo Ortiz

desde el pasado 1 de octubre. De inmediato se pone el foco sobre las técnicas

Eva Solá, Begoña Campaña y Ana Tamarit, a quienes limitan el acceso a las bases

de datos y poco a poco van dejando sin trabajo ni expedientes que revisar hasta

que el 31 de diciembre, tras finalizar su contrato, son despedidas.

Mientras, desde la FSEP tejen estrategias para contraatacar públicamente. El 14

de octubre, Tauroni envía un documento a Blasco con el título “Informe situación

Entrepueblos”, donde anuncia la creación de un gabinete de prensa y le pide

minutos en la televisión pública valenciana. También le adelanta la organización

de un acto de desagravio que, bajo el lema “Una imagen vale más que mil menti-

ras”, se celebrará la próxima semana en el colegio Albalat, del Opus Dei. Durante

esos días, las llamadas y el trasvase de información y sugerencias entre Tauroni

y Blasco son constantes. Blasco, por su parte, prepara y difunde el dossier titula-

do “Mentiras sobre la Cooperación Valenciana” y tras convocar a varias entidades,

algunas de ellas como Fedacod, publica comunicados de respaldo a la política

valenciana de cooperación.

Este frenesí va en paralelo a la actividad en la propia consejería para acelerar los

trabajos pendientes. El propio Blasco preside la reunión del CAHE del 26 de octu-

bre, en la que se presenta la maqueta del hospital del Haití. Y el 15 de noviem-

bre se publica en el DOCV la convocatoria de proyectos de cooperación para el

año 2011, en la que se establecen unas nuevas reglas de juego que permiten a

la trama seguir acaparando subvenciones a pesar del nuevo recorte en los presu-

puestos. El 14 de abril de 2011 se conceden con normalidad numerosos proyec-

tos a las oenegés de la trama: dos a Fudersa, en República Dominicana, Haití y

México; dos a Esperanza Sin Fronteras, en Perú y Tailandia; uno a Asade África,

en Camerún; y uno a la FSEP, en El Salvador. En total siete proyectos, de los que

ingresan de inmediato 1.536.508,96€ de 2.060.369€ concedidos. Conseguirlo,

sin embargo, no ha sido tan fácil como otros años y ha exigido una manipulación

especialmente intensa del ranking de puntuaciones elaborado por la evaluadora

Expande y presentado a la Comisión Técnica. En las siguientes semanas distin-
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tas ONGD reciben sobres anónimos con las fichas de evaluación de los proyectos

cuya puntuación no coincide con la de la resolución publicada en el DOCV.

Pero en esos momentos lo que apremia es Haití. 2011 es año electoral y la con-

sejería dispone de muy poco tiempo para tramitar el proyecto. Hace meses que

Blasco y los suyos han tenido que renunciar a la subvención discrecional y orga-

nizar una convocatoria pública de la que Esperanza Sin Fronteras será beneficia-

ria, puesto que la Abogacía de la Generalitat considera incompatible que lo sea la

FSEP por haber participado en su preparación como Oficina Técnica. Tras sema-

nas de demora, el 20 de abril, Augusto Tauroni envía a Marc Llinares el impres-

cindible acuerdo del municipio de Belle Anse cediendo a la Generalitat Valenciana

el terreno para la construcción del hospital. La convocatoria se publica en el DOGV

(Diario Oficial de la Generalitat Valenciana) el 26 de abril, lo que impide que cual-

quier otra entidad pueda concursar con unas mínimas garantías. De hecho,

Sotermun y Fuden (Fundación para el Desarrollo de la Enfermería) han sido invita-

das a participar por la consejería con el único fin de dar una falsa imagen de libre

concurrencia. El 3 de junio, Fernando Darder, presidente de ESF, ya conoce extrao-

ficialmente la adjudicación y, molesto, escribe a Tauroni: “Me he sentido bastan-

te desplazado desde hace algún tiempo”. Darder solo ha puesto la firma a un pro-

yecto elaborado íntegramente desde la oficina de la FSEP. La subvención de la

Generalitat es de 4 millones y ESF debe aportar 1 millón más, para lo cual Tauroni

ya ha creado en Miami la American Hope and Mercy Foundation, sociedad que

supuestamente iba a recaudar esa cantidad. La construcción la efectuará la

empresa Acero Home. Calculadora en mano, el empresario espera embolsarse

con la operación 2 millones limpios.

Mientras tanto, se suceden otro tipo de movimientos externos a la trama. El 27

de abril, la Fiscalía presenta una denuncia que recoge los hechos trasladados por

las diputadas Clara Tirado y Mireia Mollá. El 16 de mayo, el Juzgado de Instrucción

21 asume la investigación e incoa las Diligencias Previas 1743/2011. Un día

antes ha eclosionado el movimiento de los indignados del 15M. Una marea de

gente acampa en las plazas de las principales ciudades del país en protesta con-

tra los recortes provocados por la crisis económica y el elevado grado de corrup-

ción política. Semanas atrás, el 26 de marzo, cerca de 60.000 manifestantes han

marchado por el centro de Valencia bajo el lema “Contra la corrupción y por la

transparencia”. El estallido del caso Gürtel, en febrero de 2009, ha ido salpican-

do a las instituciones valencianas al más alto nivel y ha puesto contra las cuer-

das al mismísimo president Camps, imputado por recibir regalos en forma de tra-

jes valorados en 14.000€ durante el mismo período en que las empresas de esta

red lograron 6 millones en contratos públicos. Por otro lado, la irrupción del caso
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Brugal, relativo a tratos de favor en la adjudicación del Plan General de Alicante,

ha provocado la imputación de la alcaldesa Sonia Castedo y del presidente de la

Diputación, José Joaquín Ripoll. Al norte, el presidente de Diputación de

Castellón, lleva años imputado por soborno y tráfico de influencias. 

Pese a que la corrupción atraviesa de norte a sur el territorio valenciano, el

Partido Popular vuelve a ganar las elecciones por mayoría absoluta la noche del

22 de mayo de 2011, pero con una leve pérdida de apoyos. Aunque no es oficial,

la noticia de que la consejería de Solidaridad dejará de existir a causa de tanto

escándalo salta a los medios el 8 de junio. “Esto pinta mal, muy mal”, escribe

Tauroni a un subordinado. Y Blasco intenta tranquilizar a su amigo empresario:

“Va a salir todo muy bien (…) Lo importante es resistir y mantener el tipo… que

acabarás conmigo de alcalde en New York”. El 13 de junio, tres días antes de que

Francisco Camps sea investido, Rafael Blasco, como consejero en funciones,

firma su último trámite: la resolución que concede a Esperanza Sin Fronteras la

edificación del hospital de Haití.

El 21 de junio, Camps conforma su nuevo gobierno sin Blasco. “Es el fin”, escri-

be Tauroni a los suyos y, acto seguido, envía un mensaje al político: “Ánimo, que

de situaciones peores hemos salido”. Pero la coyuntura no es tan mala como
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parece. Rafael Blasco sigue como portavoz del grupo parlamentario y, aunque ya

no es consejero, Camps le permite acudir a las reuniones de Consell. Su influen-

cia sobre el president todavía es muy grande y eso le faculta para influir en la

Dirección General de Cooperación, ahora adscrita a la consejería de Justicia y

Bienestar Social, donde Josep Maria Felip, Marc Llinares y Dolores Escandell, por

el momento, mantienen su puesto. 

El 24 de junio, Tauroni escribe a Llinares un mensaje muy elocuente: “Me dice el

conejo que estamos vivos”. 

LA DEBACLE

Tras las elecciones y la llegada del verano, Blasco y los suyos tienen la sensación

de recuperar una cierta normalidad. El rugido de los bólidos del gran premio de

Fórmula 1 ahoga cualquier protesta en las calles de Valencia y Augusto Tauroni se

marcha de vacaciones a Miami entre el 1 de julio y el 31 de agosto. Pero julio será

un mes decisivo en muchos sentidos. El día 20, Francisco Camps dimite tras deci-

dir a última hora someterse a juicio por el conocido como “caso de los trajes”. Le

sustituye Alberto Fabra, alcalde de Castellón y candidato impulsado desde la sede

nacional del Partido Popular en detrimento de la vicepresidenta autonómica Paula

Sánchez de León, la continuista propuesta de Camps. El nuevo jefe del Consell

toma posesión el 29 de julio y pronto inicia una política de austeridad y de líneas

rojas frente a la corrupción que corroe un partido que ha llegado a tener el 20%

del grupo parlamentario, 11 de 55 diputados, imputado en distintos procesos judi-

ciales. Es una pésima noticia para Blasco, quien empezará a ver paulatinamente

mermada su influencia dentro del PP.

Mientras, en los juzgados, se siguen produciendo movimientos. El 26 de julio

declaran ante agentes de la Udef (Unidad de Delitos Económicos y Fiscales de la

Policía Nacional) las ex técnicas Eva Solá, Begoña Campaña y Ana Tamarit; su ex

compañero Juan José Iborra fue el primero en testificar voluntariamente. Al día

siguiente comparece Julia Queralt, ex trabajadora de la FSEP. El conjunto de estos

testimonios permitirán a la Udef elaborar un sólido informe donde detallan nume-

rosas irregularidades de Rafael Blasco y los suyos en la extinta consejería. Ese

mismo mes de julio, la ONGD Atelier presenta dos demandas en la Sala de lo

Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia por considerar que

sus proyectos han sido injustamente desestimados. A éstas le seguirán las de

dos entidades más: Solidaridad Internacional del País Valenciano y Asamblea de

Cooperación por la Paz.
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A pesar de las dificultades evidentes dentro y fuera de la Dirección General de

Cooperación, Augusto Tauroni se lanza al abordaje de las convocatorias del próxi-

mo año y el 16 de septiembre de 2011 escribe un correo a Llinares con un cua-

dro de entidades, convenios, países e importes encabezado por el enunciado

“Ordenados de mayor a menor interés”, en cuya cúspide sitúa a Hemisferio. Pero

Llinares se queda sin tiempo para realizar la gestión, ya que el 21 de octubre cesa

en Cooperación para ocupar, en principio, un nuevo puesto de menor nivel en la

consejería de Educación. La intermediación de Blasco permite que finalmente se

incorpore al Servicio de Innovación y Planificación Estratégica de Hacienda, cargo

de mayor categoría y retribución. El ex consejero y su empresario de cabecera,

cada vez más aislados, sondean nuevos espacios de negocio en la cooperación

de las comunidades autónomas de Madrid y Asturias e incluso en la Diputación

de Valencia, cuyo presidente y peso pesado del PP local, Alfonso Rus, es un admi-

rador sin fisuras de Blasco. Al mismo tiempo, el político urge a Tauroni ir cerran-

do los expedientes por atar. En una atmósfera cada vez más enrarecida, el 28 de

noviembre Felip preside una reunión del CAHE en la que comunica que se ha con-

gelado sine die el crédito para el hospital de Haití a causa de la nueva política de

ahorro del Consell.

El 23 de febrero de 2012 todo se precipita. Desde primera hora de la mañana una

macro operación policial se salda con la detención de una veintena de implicados

en la trama de Cooperación, entre ellos Felip, Llinares y Sanjuán. Todos quedan

en libertad con cargos salvo Augusto Tauroni, en prisión preventiva por riesgo de

fuga y destrucción de pruebas. Blasco inicialmente esquiva el operativo, pero el

29 de marzo recibe una pésima noticia: la Abogacía de la Generalitat se persona

como acusación particular.

Entretanto los juzgados han seguido acumulando pruebas tras las nuevas compa-

recencias de Clara Tirado y Mireia Mollá, a las que se une, el 4 de junio, la dipu-

tada autonómica de Esquerra Unida, Marina Albiol, quien aporta a la Fiscalía docu-

mentos sobre la construcción del hospital de Haití y la contratación de Expande.

El 11 de junio, el Juzgado de Instrucción 21 solicita a Les Corts que acrediten la

condición de Blasco como diputado. Es el paso previo a su imputación. Y el 29 de

junio, la Fiscalía presenta un escrito donde expone detalladamente los indicios de

responsabilidad criminal del ex consejero. El 14 de septiembre, la Sala de lo Civil

y Penal del TSJCV asume la competencia para investigarlo y, diez días después,

tras recibir los 33 tomos de la causa, se incoan las Diligencias Previas 3/2012.

El 1 de octubre de 2012, Rafael Blasco acaba imputado formalmente y a la maña-

na siguiente cesa como portavoz del PP en Les Corts. El 18 de ese mes declara

durante 10 horas en sede judicial. Para entonces no solo acusan la Fiscalía y la
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Abogacía de la Generalitat, sino también, desde el 10 de septiembre, Antonio

Penadés, abogado y padre de un niño haitiano; y desde el 16 de octubre, la

Coordinadora Valenciana de ONGD. El 7 de enero de 2013 se les unirá el PSPV-

PSOE y meses después Asamanu, ONGD que solicitó en 2010 un proyecto en

Senegal bajo el paraguas de la FSEP, pero cuya presidenta, María Vicenta Pons,

desistió tras sentirse estafada y utilizada por Tauroni. 

El 19 de junio de 2013, Rafael Blasco, durante una entrevista en televisión, culpa

a Alberto Fabra de azuzar a la Abogacía de la Generalitat en su contra. Se repite

la historia y, al igual que cuando el 27 de diciembre de 1989 el PSPV-PSOE le dio

de baja tras denunciar maniobras de Joan Lerma para perjudicarle, el 22 de junio

el Comité de Derechos y Garantías del PP valenciano también le expulsa. Y como

sucediera entonces, Blasco se aferra al escaño y pasa al grupo de los No

Adscritos. Es un último movimiento de resistencia inútil. Blasco está solo dentro

y fuera de un PP que también se desmorona con el estallido del caso Nóos, el cie-

rre de la radiotelevisión pública y el juicio al líder castellonense Carlos Fabra,

quien acabará en la cárcel por defraudar algo más de tres millones a Hacienda.

Además, las perspectivas ante el juicio no son tan halagüeñas como en 1991

pese a los intentos del abogado Javier Boix por anular, en una operación similar

a la de entonces, parte de las 66 grabaciones incriminatorias apelando a una

mala traducción del valenciano al castellano que la jueza no admite.

En ese ambiente de descomposición total se inicia, el 7 de enero de 2014 el jui-

cio a Rafael Blasco y a otros ocho acusados por el fraude en las subvenciones de

la fundación Cyes para dos proyectos de soberanía alimentaria en Nicaragua. Es

la primera pieza de un proceso que, por su complejidad, se ha dividido en tres. La

segunda es la relativa al fraude sistemático y desvío de dinero, entre 3,5 y 4,4

millones, por parte de Hemisferio y sus entidades satélites en las convocatorias

de cooperación de 2009, 2010 y 2011. Y la tercera investiga la construcción falli-

da del hospital de Haití. El trabajo de las acusaciones, encabezadas por el fiscal

Vicente Torres, resulta contundente y queda probado el trato de favor a Cyes, así

como el enriquecimiento ilícito del entramado de Tauroni. Todo ello en colabora-

ción con los altos cargos de la consejería, con Blasco al frente. Decenas de lla-

madas, mensajes de móvil y de correo electrónico, pese a que el político llegó a

asegurar al tribunal que no sabía mandarlos y que lo hacía su secretaria por él,

resultan determinantes para probar el estrecho vínculo entre Tauroni y Blasco.

Cada jornada del juicio, hasta su finalización el 14 de marzo, va hilando el relato

minucioso del saqueo a los fondos de cooperación. Y el 28 de mayo llega la sen-

tencia del Tribunal Superior de Justicia con condenas de prisión que suman 42

años y cuyas penas más largas, de ocho años, recaen en Tauroni y Blasco, quien
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abandona su escaño en Les Corts, por lo que el grueso de la causa regresará en

unos meses al Juzgado de Instrucción 21. A los condenados solo les queda el

recurso de apelar al Tribunal Supremo a la espera de la sentencia firme, alguna

rebaja en tiempo de cárcel, además de seguir peleando para que no aparezca el

dinero sustraído. Para Blasco un período suficiente en el que presenciar la deba-

cle del Partido Popular y la de su propia familia. El 29 de abril, su esposa

Consuelo Císcar ha sido destituida como directora del Instituto Valenciano de Arte

Moderno (IVAM) por las presuntas irregularidades cometidas desde su llegada en

2003. Y el 27 de noviembre de 2014, su sobrino Sergio Blasco dimite como

gerente del Hospital General de Valencia y su fundación tras sendas denuncias de

Esquerra Unida por beneficiar con 31,2 millones a una presunta red empresarial

vinculada a la familia Blasco y promocionar con dinero público la construcción de

dos hospitales público-privados en Perú. Además, el 13 de noviembre el propio

Rafael Blasco ya había sumado una nueva imputación por los contratos con la red

de Tauroni durante su etapa en Sanidad.

Para entonces el rechazo a la corrupción en la sociedad valenciana ha empezado

a dar sus frutos. En diciembre de 2014, Antonio Penadés y el abogado Joan
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Llinares impulsan una nueva asociación, Acción Cívica contra la Corrupción. Y tres

meses después, siete entidades valencianas se unen para crear el Observatori

Ciutadà contra la Corrupció. En 2015 se celebran elecciones locales y autonómi-

cas y este asunto se convierte en central. Semanas antes de los comicios esta-

lla el caso Imelsa tras una denuncia de Esquerra Unida por una presunta trama

de comisiones en la Diputación de Valencia con ramificaciones en el Ayuntamiento

de la capital. Es la última bomba corrupta de un PP a la deriva y que la noche del

24 de mayo pierde la mitad de sus votantes y su hegemonía frente a la suma de

escaños de PSPV-PSOE, Compromís y Podem. Un mes más tarde, el socialista

Ximo Puig toma posesión como president de la Generalitat Valenciana, pero

Blasco ya no será testigo del regreso al poder de sus peores enemigos. El 10 de

junio trasciende públicamente la sentencia firme del Tribunal Supremo que confir-

ma la condena del TSJCV por malversación de caudales públicos, prevaricación y

falsedad documental. Cinco días después, Rafael Blasco ingresa en prisión.

El hombre bien trajeado atraviesa la garita de la cárcel con la misma celeridad

con la que ha cruzado el parquin. Sus últimos 23 segundos en libertad están a

punto de mutar en esa rutina sin forma de la vida carcelaria. “Siempre me ten-

drás a tu lado”, le escribió Augusto Tauroni el 21 de junio de 2011 nada más

saber que su amigo se había quedado sin cartera ni presupuesto. Días antes,

Blasco le había hablado sobre la necesidad de resistir. De resistir bien:

“Acabarás conmigo de alcalde de New York”. No hay elegancia comparable a la

de la Gran Manzana y mucho menos desde el patio del penal de Picassent. Allí

Tauroni y Blasco irán recibiendo las noticias del exterior con esa mezcla de per-

plejidad y abismo que sacude a las almas subterráneas. Su esposa Consuelo y

su hijo Rablaci, nombre artístico de Rafael Blasco Císcar, serán imputados por

el caso IVAM en julio de 2015. Y su sobrino Sergio, en marzo de 2017, acabará

detenido y puesto en libertad provisional tras pasar por el calabozo. Mientras, su

antiguo partido proseguirá su hundimiento: Alfonso Rus también dormirá en la

comisaría por las comisiones del caso Taula y los tribunales demostrarán que los

comicios de 2007 y 2008, aquellos de las elevadas cimas en el poder, fueron

financiados de manera ilegal y abusiva. Además, Francisco Camps, su principal

valedor, también será imputado por la visita del Papa, las carreras de la Fórmula

1 y los favores a la Gürtel. Y tanto girará la vida sobre su propio eje que hasta

Eduardo Zaplana acabará en su misma prisión por la trama Erial, un asunto tur-

bio de desvío de dinero público a paraísos fiscales. El círculo, uno de tantos, se

cerrará por fin. Y ya no habrá tiempo suficiente en 23 segundos para interiorizar

las profundidades de tanto desastre.
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Dimensiones jurídicas del
caso Blasco

Raúl Vidal Sánchez
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1. Arbitrariedad en la concesión de subvenciones en

la etapa de Rafael Blasco al frente de la Conselleria

de Solidaridad y Ciudadanía

Desde el 29 de junio de 2007 al 21 de junio de 2011, Rafael Blasco fue con-

seller de Inmigración y Ciudadanía. Posteriormente la conselleria pasó a deno-

minarse de Solidaridad y Ciudadanía en el año 2010. 

En la pieza primera del llamado caso Blasco quedó acreditado mediante senten-

cia firme que Rafael Blasco, con la finalidad de favorecer los intereses de

Augusto César Tauroni y con la colaboración del equipo directivo de la conselle-

ria que dirigía, concedió subvenciones de forma irregular a la fundación Cyes

por importe total de 1.827.120,04€, que en su mayor parte se destinó al lucro

personal de Augusto Tauroni y su entorno. 

En las piezas segunda y tercera del caso Blasco, cuyo juicio debe comenzar

durante el mes de abril del año 2019, se investigan las subvenciones concedi-

das por la Conselleria de Solidaridad y Ciudadanía en los años 2009, 2010 y

2011, destinadas a la Cooperación Internacional al Desarrollo. 

Dichas subvenciones se concedían bien por vía de convocatoria pública, bien a

través de línea nominativa mediante la firma de convenios, incluida la línea

nominativa destinada a la oficina técnica de un hospital en Haití, que debía

construirse tras el terremoto que sufrió dicho país en enero del año 2010 y pos-

terior convocatoria pública para la construcción de dicho hospital. 

En la investigación de las indicadas piezas existen indicios fundados de que

Rafael Blasco, nuevamente con la finalidad de favorecer al empresario Augusto
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Tauroni a través de su entramado empresarial y con la colaboración del equipo

directivo de la conselleria, concedió subvenciones públicas a Augusto César

Tauroni por una doble vía: 

1. Otorgando dichas subvenciones directamente a la Fundación Solidaria Entre

Pueblos (posteriormente Hemisferio), entidad constituida y controlada por

Augusto Tauroni. 

2. Concediendo subvenciones a otras organizaciones con poca trayectoria en el

mundo de la Cooperación, con las que había contactado previamente Augusto

Tauroni, ofreciéndose a tramitar la parte administrativa y técnica de los proyec-

tos a través de la Fundación Solidaria Entre Pueblos, controlando y gestionan-

do, en su propio beneficio, el importe total que percibía de la Generalitat. 

La trama corrupta, según la investigación, se valía de empresas, ubicadas en

España y Estados Unidos, que facturaban por trabajos que o bien no realizaban

o que tenían un valor muy inferior al facturado, por lo que la práctica totalidad

del dinero percibido servía para el lucro personal de Tauroni y su entorno. 

Tal y como consta en la instrucción de las piezas segunda y tercera, un elemen-

to fundamental de la trama era la empresa evaluadora de los proyectos,

Expande, un tercero que debía valorar con objetividad los proyectos presenta-

dos por las diferentes entidades, pero que, según indica el Juzgado de

Instrucción 21 de Valencia en su resolución de inicio del procedimiento abrevia-

do de fecha 23 de junio de 2017, no era más que un elemento más de la trama,

cuya finalidad era dar una apariencia de legalidad a la irregular concesión de

subvenciones por parte de la Conselleria de Solidaridad y Ciudadanía durante

los años en los que era dirigida por Blasco.

Recursos formulados por Organizaciones No Gubernamentales de

Cooperación Internacional al Desarrollo (ONGD) por la denegación de

subvenciones durante la etapa de Blasco 

A la vista de la sentencia firme de la pieza primera del caso Blasco y de la ins-

trucción de las piezas segunda y tercera resulta más que evidente que durante

los años en los que Rafael Blasco estuvo al frente de la Conselleria de

Solidaridad y Ciudadanía se cometieron innumerables irregularidades en la con-

cesión de subvenciones y ayudas a Organizaciones no Gubernamentales de

Cooperación Internacional al Desarrollo (ONGD); subvenciones que fueron des-

tinadas a entidades controladas por Augusto César Tauroni con la finalidad de

favorecer económicamente al empresario y a su entorno. Pero no solo eso,
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durante esos años, la conselleria de Blasco otorgó subvenciones a diferentes

entidades que podían considerarse “amigas”, “afines” o “cercanas” al conse-

ller, según se desprende de correos electrónicos y archivos documentales que

constan en las piezas segunda y tercera, en los que se evidencia la existencia

de órdenes por parte de Marco Antonio Llinares, Jefe de Área de Cooperación

al Desarrollo y Solidaridad de la conselleria, para que se favoreciera a determi-

nadas ONGD en detrimento de otras. 

Lo anteriormente mencionado supuso que, durante esta época, ONGD de reco-

nocida trayectoria y competencia en el mundo de la Cooperación no recibieron

ninguna subvención por parte de la conselleria, a pesar de presentar en las dife-

rentes convocatorias proyectos que sí hubieran merecido la obtención de dichas

subvenciones por tener mejor calidad técnica que otros que sí las consiguieron

de forma fraudulenta. 

Durante el año 2011 hubo diferentes ONGD que decidieron recurrir ante los juz-

gados de lo Contencioso-Administrativo la denegación por par te de la

Conselleria de Solidaridad y Ciudadanía de subvenciones a proyectos presenta-

dos en diferentes convocatorias. Dichas entidades fueron la Asociación de

Técnicos Especialistas en Investigación y Estudios sobre la Realidad

Latinoamericana (Atelier), Solidaridad internacional del País Valenciano y

Asamblea de Cooperación por la Paz. 

Con fecha 15 de noviembre del año 2010 fue publicada en el Diario Oficial de

la Comunidad Valenciana (DOCV nº 6397) la Orden 14/2010, de 8 de noviem-
bre, de la Conselleria de Solidaridad y Ciudadanía, de Convocatoria para el año
2011, de subvenciones a programas, proyectos y microproyectos en materia de
cooperación internacional para el desarrollo, y en materia de codesarrollo, que
realicen organizaciones no gubernamentales para el desarrollo (ONGD). 
En el contexto de dicha convocatoria, la ONGD Atelier presentó el proyecto

“Apoyo al liderazgo de la Organización Femenina Popular (OFP) para la defensa

de los DDHH de las mujeres y la búsqueda de la paz en Colombia”. 

De igual forma, y con fecha 1 de diciembre del año 2010, fue publicada en el

Diario Oficial de la Comunidad Valenciana (DOCV nº 6409) la Orden 20/2010,
de 25 de noviembre, de la Conselleria de Solidaridad y Ciudadanía, de
Convocatoria para el año 2011, de subvenciones destinadas al fomento de pro-
yectos y actividades de sensibilización social y/o educación. Atelier presentó a

dicha convocatoria el proyecto “Violencias contra las mujeres en el conflicto

armado de Colombia: Campaña de sensibilización de la opinión pública”. 

Con fechas 12 y 14 de abril del año 2011 se publicaron en el DOCV las

Resoluciones de 6 y 12 de abril respectivamente, del conseller de Solidaridad
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y Ciudadanía mediante las que se acordaba no subvencionar los proyectos pre-

sentados por Atelier en ambas convocatorias. Ante dichas resoluciones, la aso-

ciación presentó dos recursos de reposición que fueron desestimados por el

propio conseller. 

Ante ello, y al no ver reconocidas sus pretensiones, presentó dos recursos con-

tencioso-administrativos contra las indicadas resoluciones desestimatorias,

que dieron lugar a dos procedimientos seguidos ante la Sección Quinta de la

Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la

Comunidad Valenciana. 

Atelier entendía, y así lo puso de manifiesto en sus demandas, que los proyec-

tos que había presentado a las indicadas convocatorias debían haber sido sub-

vencionados y por el contrario la conselleria había subvencionado de forma irre-

gular otros proyectos en detrimento de los presentados por la asociación. Se

manifestaba que la Administración había actuado de forma contraria a derecho

y arbitrariamente, existiendo desviación de poder en su actuación. 

En dichos procedimientos se practicó una importante prueba pericial,  consis-

tente en el análisis -por parte de la Agencia Española de Cooperación

Internacional para el Desarrollo (AECID), dependiente del Ministerio de

Asuntos Exteriores y Cooperación- de los proyectos presentados por Atelier que

no habían sido subvencionados, comparándolos con diferentes proyectos que

sí lo fueron. 

En dicha prueba pericial se concluyó de forma tajante que la empresa evalua-

dora externa de los proyectos, Expande, había sobrevalorado de forma injustifi-

cada un importante número de proyectos, los cuales habían sido subvenciona-

dos por la conselleria y, por el contrario, los proyectos presentados por Atelier

habían sido valorados muy por debajo de la puntuación que debían haber obte-

nido si se hubiera seguido en su valoración criterios objetivos. 

No debemos olvidar que el representante legal de la empresa Expande, encar-

gada de efectuar la valoración técnica de los proyectos, así como uno de los tra-

bajadores de dicha empresa, han sido acusados en las piezas segunda y terce-

ra del caso Blasco de diferentes delitos, entre otros malversación y falsedad en

documento oficial. 

Finalmente, la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del

Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana dio la razón a Atelier,

dictando dos sentencias de fechas 19 de junio de 2015 y 22 de junio de

2016, en las que estableció que la Generalitat debía subvencionar a la ONGD

los indicados dos proyectos y abonarle un importe global de 262.013€ para

su ejecución.
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Las ONGD Solidaridad Internacional del País Valenciano y Asamblea de

Cooperación por la Paz también recurrieron ante la Jurisdicción Contencioso-

Administrativa la denegación de subvenciones de la Conselleria de Solidaridad

y Ciudadanía correspondientes a diferentes convocatorias publicadas en el año

2010. 

Solidaridad Internacional del País Valenciano, dentro de la convocatoria de

Acción Humanitaria publicada en el año 2010, recurrió la denegación del pro-

yecto que debía ejecutar en Haití, “Apoyo a las familias de la 5ª Sección de

Bainet tras los daños en la agricultura producidos por el ciclón Tomás y fortale-

cer sus capacidades de respuesta frente a desastres naturales y epidemias”. 

De igual forma, también recurrió la denegación de dos proyectos en la convoca-

toria publicada en el año 2010 de subvenciones a Programas, Proyectos y
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Microproyectos en materia de Cooperación Internacional para el Desarrollo:

“Promoción de la salud sexual y reproductiva en Cisjordania con un enfoque

basado en Derechos Humanos” y “Fortalecimiento de las capacidades locales

para garantizar el acceso sostenible al agua potable en dos comunidades del

municipio de Berlín, El Salvador”. 

Por su parte, la ONGD Asamblea de Cooperación por la Paz recurrió la denega-

ción de dos proyectos en la convocatoria del año 2010 de Acción Humanitaria:

“Mejora de las capacidades comunitarias y municipales, gestión de riesgos ante

desastres naturales, El Salvador” y “Mejora de la seguridad alimentaria a 53

familias en situación de vulnerabilidad en las Comunidades de Imateen, Farata,

Hajja y Jin Satuf, distrito de Qalqiliya, Cisjordania y Palestina”. 

Asamblea de Cooperación por la Paz también recurrió la denegación de dos pro-

yectos de la convocatoria del año 2010 de Sensibilización Social y/o Educación:

“Sensibilización a 1750 miembros de la comunidad educativa formal y no for-

mal de la Comunidad Valenciana sobre la importancia de la formación y la par-

ticipación ciudadana para incidir en el logro de los objetivos de desarrollo del

milenio” y “Conectando sociedades, construyendo ciudadanía. Sensibilización

de la sociedad civil valenciana sobre la importancia de la formación y la parti-

cipación ciudadana para incidir en el logro de los ODS”. 

Finalmente, mediante sentencias firmes dictadas por la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, se

condenó a la Generalitat Valenciana a abonar a la entidad Asamblea de

Cooperación por la Paz la suma de 125.200€ y a Solidaridad Internacional del

País Valenciano 705.721,26€ para la ejecución de los referidos proyectos que,

inicialmente y de forma irregular, no fueron subvencionaros por la conselleria

dirigida por Rafael Blasco. 

Sin embargo, y a pesar de ser la misma sección de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana la

que resolvió todos los recursos mencionados y ser todos los casos idénticos,

dicha sección desestimó el recurso presentado por Asamblea de Cooperación

por la Paz contra la denegación de la subvención de los proyectos de la

Convocatoria de Acción Humanitaria. Respecto al resto de recursos, en algunos

de ellos se condenó en costas a la Administración y en otros no, por lo que en

estos últimos las ONGD recurrentes tuvieron que asumir los gastos de letrado

y procurador. 

Cabe reseñar, como elemento positivo, que no existía hasta la fecha anteceden-

tes de juzgados y tribunales que estimaran demandas en procedimientos admi-

nistrativos de estas características, es decir, en los que existe una evaluadora
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de proyectos externa, a la cual se le supone una actuación objetiva. Entendía la

jurisprudencia que la labor de los juzgados de lo Contencioso-Administrativo no

debía ser reevaluar proyectos. 

Sin embargo, las sentencias del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad

Valenciana que se han señalado han creado un precedente en esta materia, por

cuanto han considerado que proyectos cuya subvención había sido denegada

inicialmente debían ser finalmente subvencionados. Para tomar esta decisión

ha sido fundamental la valoración técnica de dichos proyectos efectuada por la

Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) -

dependiente del Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación-, que efectuó

en dichos procedimientos una prueba pericial que demostró que estos proyec-

tos habían sido inicialmente evaluados con una puntuación muy por debajo de

su calidad técnica. 
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2. El caso Blasco

2.1. Introducción

Siendo Presidente de la Generalitat Valenciana Francisco Camps, Rafael Blasco

ocupó el cargo de conseller de Inmigración y Ciudadanía (posteriormente la con-

selleria pasó a denominarse de Solidaridad y Ciudadanía), entre el 29 de junio

de 2007 y el 21 de junio de 2011. 

Con fecha 1 de octubre del año 2012, Rafael Blasco fue imputado por el

Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana como presunto autor

de diferentes delitos cometidos durante su etapa como conseller de Solidaridad

y Ciudadanía, en concreto por fraude de subvenciones, prevaricación, cohecho,

tráfico de influencias, malversación de caudales públicos y falsedad documen-

tal.

La Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad

Valenciana, actuando como presidenta Pilar de la Oliva Marrades y como magis-

trados Antonio Ferrer Gutiérrez y Juan Climent Barberá, dictó, con fecha 27 de

mayo del año 2014, sentencia condenatoria a Rafael Blasco y a otros ocho acu-

sados por diferentes delitos relacionados con el otorgamiento de subvenciones

públicas de forma fraudulenta.
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2.2. Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana

y del Tribunal Supremo

a) Hechos probados

La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana de

27 de mayo de 2014 puso de manifiesto que Rafael Blasco, siendo conseller

de Inmigración y Ciudadanía, convocó, mediante Orden de 28 de marzo del año
2008 (publicada en el DOCV número 5841 de 4 de abril de 2008), subvencio-
nes específicas a grandes proyectos de Cooperación Internacional al Desarrollo
en red, que realizaran ONGD, a ejecutar en el exterior. 
A dicha convocatoria se presentó la entidad Fundación Cultural y de Estudios

Sociales (Cyes), representada por Marcial López, la cual presentó dos proyec-

tos: “Abastecimiento, control y tratamiento de agua de consumo humano en el

sector rural disperso” y “Producción de alimentos con enfoque de soberanía

alimentaria”. 

Dichos proyectos debían ejecutarse en Nicaragua, en el departamento de

Madriz, en los municipios de Totogalpa, Sabana Grande y Santo Domingo. El pri-

mer proyecto tenía como finalidad la mejora de las condiciones de vida de dos

comunidades rurales, a través del acceso a agua potable, que debía concretar-

se en la construcción de dos pozos. El segundo proyecto tenía por objeto pro-

mover acciones que contribuyeran a un mayor compromiso en la implementa-

ción de un adecuado desarrollo sostenible, democrático y participativo a través

de la puesta en marcha de acciones en el marco de la soberanía alimentaria

mediante la producción de alimentos, la realización de una serie de cursillos y

visitas de asesoramiento. 

La Sala de lo Civil y Penal del TSJ de la Comunidad Valenciana consideró proba-

do que dichos proyectos tenían una deficiente calidad técnica y además ambos

eran idénticos. La realidad es que se trataba de un único proyecto a ejecutar en

Nicaragua por quienes figuraban como socios locales, diferentes entidades que

finalmente ejecutaron y financiaron en gran parte los proyectos. 

La conselleria dirigida por Rafael Blasco concedió una subvención a los proyec-

tos presentados por Cyes por importe total de 1.666.099,86€, de los cuales

únicamente llegó a su destino la suma de 47.953,34€, menos del 3% del impor-

te subvencionado. 

De igual forma, por Orden de la Conselleria de Inmigración y Ciudadanía, de

fecha 23 de enero de 2008 (publicada en el DOCV, número 5690 de 29 de

enero de 2008) se convocaron subvenciones destinadas al fomento de proyec-

tos y actividades de sensibilización social o educación para el desarrollo.

Una experiencia ciudadana de lucha contra la corrupción

• 48



Nuevamente la fundación Cyes presentó tres solicitudes a esta convocatoria,

que le fueron concedidas por un importe total de 161.020,18€. 

Los mencionados proyectos tenían asimismo una deficiente calidad y, pese a

que la conselleria había efectuado diversos requerimientos, algunos de ellos

suscritos por Llinares, aprobó finalmente las cuentas de los mismos, en las que

existían innumerables irregularidades. 

Casi la totalidad del importe subvencionado por la Generalitat Valencia en favor

de la fundación Cyes, tanto en la convocatoria de grandes proyectos como en

la destinada al fomento de proyectos y actividades de sensibilización social o

educación para el desarrollo, fue utilizado de forma fraudulenta para el lucro

personal de Marcial López, su pareja María Josefa Cervera y Augusto Tauroni,

todo ello con la colaboración de la propia conselleria, encabezada por Rafael

Blasco y su equipo: Agustina Sanjuán, Alejandro Catalá y Marc Llinares. 

El TSJ consideró probadas las relaciones existentes, más allá de las mera-

mente profesionales, entre Augusto Tauroni y Rafael Blasco, así como con el

resto de su equipo, con la única finalidad de beneficiar a Tauroni y su entor-

no, mediante la concesión de unas subvenciones de forma absolutamente

fraudulenta. 

La relación personal entre Augusto Tauroni y Rafael Blasco quedó acreditada en

el acto del juicio oral por diferentes circunstancias, entre otras: Augusto

Tauroni, desde el año 1997, fue socio de un hermano de Rafael Blasco,

Bernardo, en una sociedad dedicada a la exportación de cítricos. Además,

ambos estuvieron vinculados con el par tido político Unión Valenciana.

Asimismo, Augusto Tauroni tuvo relación con la fundación Amela, de la que fue

vicepresidenta la esposa de Rafael Blasco, Consuelo Císcar. 

Consta en las actuaciones que Augusto Tauroni realizó un pago de 8.500€, a

través de su empresa Arcmed, a la revista Contrastes, vinculada a Rafael

Blasco. Asimismo, se incautó a Augusto Tauroni papel membretado de Rafael

Blasco que correspondía a la etapa en la que fue conseller de Sanidad, así

como otras etiquetas de la fundación Amela. 

También se descubrió en el calendario de Augusto Tauroni de Outlook una cita

para el 9 de febrero de 2008, día del cumpleaños de Rafael Blasco. En la agen-

da de Outlook de Tauroni también constaban los números de teléfono móvil de

Bernardo Blasco hijo, el propio Rafael Blasco, Deborah Salom Císcar -hija de

Consuelo Císcar-, Sergio Blasco -sobrino de Rafael Blasco- y María Ángeles

Rincón -secretaria personal del conseller-. 

Existían igualmente abundantes correos electrónicos cruzados entre Augusto

Tauroni y Rafael Blasco e innumerables llamadas efectuadas entre sus teléfo-
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nos móviles. Cabe reseñar que en el periodo comprendido entre el 31 de mayo

del año 2011 y el 17 de febrero del año 2012 constan alrededor de 67 llama-

das entre ambos, lo que acredita, sin lugar a dudas, su estrecha relación. 

b) Condenas 

Con fecha 27 de mayo del año 2014, el Tribunal Superior de Justicia de la

Comunidad Valenciana dictó sentencia en la pieza primera. 

Dicha sentencia fue recurrida ante el Tribunal Supremo por el Ministerio Fiscal

y la Generalitat Valenciana, los cuales solicitaban en dicho recurso unas penas

superiores a las impuestas por el Tribunal Superior de Justicia. Y también fue

recurrida por todos los condenados, cuyos letrados solicitaron en sus recursos

la absolución de sus defendidos.

Las condenas impuestas a los acusados fueron las siguientes:

Rafael Blasco Castany fue condenado a 8 años de prisión y 20 años de inhabi-

litación absoluta como autor de un delito continuado de malversación de cauda-

les públicos, en concurso con un delito de tráfico de influencias; un delito de

prevaricación administrativa y un delito continuado de falsedad en documento

oficial. El Tribunal Supremo lo absolvió del delito de tráfico de influencias, redu-

ciéndose por ello su pena de prisión a 6 años y 6 meses. 

Agustina Sanjuán Ballesteros, Secretaria General Administrativa de la

Conselleria de Inmigración y Ciudadanía, fue condenada a 7 años, 6 meses y

un día de prisión y a 17 años, 6 meses y un día de inhabilitación absoluta como

cooperadora necesaria de un delito continuado de malversación de caudales

públicos, en concurso con un delito de prevaricación administrativa, y autora de

un delito continuado de falsedad en documento oficial. El Tribunal Supremo

redujo su pena a 6 años de prisión y 15 años de inhabilitación absoluta. 

Marcos Antonio Llinares Picó, Jefe del Área de Cooperación al Desarrollo y

Solidaridad de la Conselleria de Inmigración y Ciudadanía, fue condenado a 4

años, 6 meses y un día de prisión; a 15 meses y un día de multa con una cuota

diaria de 15€; así como a 4 años y un día de inhabilitación especial para el

desempeño de empleo o cargo público como cooperador necesario de un deli-

to de prevaricación administrativa, en concurso con un delito continuado de fal-

sedad en documento oficial como autor, y a 7 años de inhabilitación especial

para el desempeño de cualquier empleo o cargo público por un delito de pre-

varicación. El Tribunal Supremo le absolvió debido a una cuestión meramente

formal. La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad

Valenciana (TSJCV) había absuelto a Llinares del delito de malversación, con-

denándole por un delito continuado de prevaricación administrativa en concur-
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so con un delito continuado de falsedad en documento oficial. Llinares había

sido acusado únicamente por un delito de malversación, sin que por ninguna

de las acusaciones se formulara acusación contra él por los delitos por lo que

le condenó el TSJ. 

En este punto conviene recordar que en nuestro ordenamiento jurídico rige el

principio acusatorio, que impide condenar a un acusado por un delito por el que

no se le haya formulado acusación, o a una pena superior a la solicitada por

cualquiera de las acusaciones. Esta omisión involuntaria por parte de las acu-

saciones, comprensible en un procedimiento del volumen que nos ocupa, pro-

pició que, a pesar de que había quedado acreditada la comisión por parte de

Llinares de los delitos de prevaricación y falsedad, fuera absuelto por el Tribunal

Supremo. 

Javier Llopis Bauset, director del gabinete del conseller, fue condenado a 3

años de prisión, a 6 meses de multa con una cuota diaria de 15€, así como a

2 años de inhabilitación especial para el desempeño de empleo o cargo públi-

co como autor de un delito de falsedad en documento oficial. El Tribunal

Supremo redujo su condena a 2 años de prisión, 5 meses de multa con una
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cuota diaria de 15€ y a 1 año y 6 meses de inhabilitación especial para el des-

empeño de empleo o cargo público. 

Josep María Felip Sardá, Director General de Inmigración y Cooperación al

Desarrollo de la Conselleria de Inmigración y Ciudadanía, fue condenado a 7

años de inhabilitación especial para el desempeño de cualquier empleo o

cargo público como autor de un delito de prevaricación administrativa al haber

firmado la certificación de cierre de tres expedientes correspondientes a

pequeños proyectos. Sin embargo, la Sala Segunda del Tribunal Supremo le

absolvió al considerar que en dicha actuación no era “ni clamorosa ni eviden-

te la injusticia o arbitrariedad”, añadiendo que el hecho de que hubiera indi-

cios de irregularidades en los expedientes de grandes proyectos no había de

llevar a concluir de forma inequívoca que los pequeños proyectos adolecían de

idénticas irregularidades. 

Todo ello, y el hecho de que Felip se hubiera incorporado poco tiempo antes a

la Dirección General, hizo entender al Tribunal Supremo que no había quedado

acreditada una actuación dolosa por su parte y que, por tanto, se le debía

absolver del delito de prevaricación por el que había sido condenado. 

Alejandro Catalá Bas fue condenado a 4 años, 6 meses y un día de prisión; 15

meses y un día de multa con una cuota diaria de 15€ como autor de un delito

de prevaricación administrativa, en concurso con un delito continuado de false-

dad en documento oficial; a 4 años y un día de inhabilitación especial para el

desempeño de empleo o cargo público por un delito de falsedad y a 7 años de

inhabilitación especial para el desempeño de cualquier empleo o cargo público

por un delito de prevaricación. 

El Tribunal Supremo absolvió a Catalá del delito de prevaricación, confirmándo-

se su condena a 4 años, 6 meses y un día de prisión, 15 meses y un día de

multa con una cuota diaria de 15€ como autor de un delito de prevaricación

administrativa en concurso con un delito continuado de falsedad en documento

oficial; a 4 años y un día de inhabilitación especial para el desempeño de

empleo o cargo público por un delito de falsedad y a 7 años de inhabilitación

especial para el desempeño de cualquier empleo o cargo público, en este caso,

por el delito de falsedad. 

Augusto César Tauroni Masiá fue condenado a 8 años de prisión y a 20 años

de inhabilitación absoluta como cooperador necesario de un delito continuado

de fraude de subvenciones en concurso con un delito continuado de falsifica-

ción de documento mercantil y oficial en calidad de autor; en concurso con un

delito continuado de malversación de caudales públicos en calidad de coopera-

dor necesario. El Tribunal Supremo redujo su condena de prisión a 6 años. 
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Marcial López López fue condenado a 4 años de prisión, inhabilitación especial

para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena, multa de

6 millones de euros, así como la imposibilidad de obtener subvenciones o ayu-

das públicas y del derecho a gozar de beneficios o incentivos fiscales o de la

seguridad social durante 6 años, como autor de un delito continuado de fraude

de subvenciones, en concurso con un delito continuado de falsificación de docu-

mento mercantil y oficial. El Tribunal Supremo redujo su condena de prisión a 3

años y 9 meses. 

María Josefa Cervera Tomás fue condenada a 3 años, 6 meses y un día de pri-

sión, multa de 4 millones de euros, así como la imposibilidad de obtener sub-

venciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de beneficios o incentivos

fiscales o de la seguridad social durante 5 años y 3 meses, como cooperadora

necesaria de un delito continuado de fraude de subvenciones, en concurso con

un delito continuado de falsificación de documento mercantil y oficial en calidad

de autora. Se le impuso además la accesoria legal de inhabilitación especial

para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena. El Tribunal

Supremo redujo su condena a 3 años de prisión y multa de 12 meses con una

cuota diaria de 6 euros. 

El Tribunal Superior de Justicia condenó, además, a Augusto César Tauroni

Masiá, a Marcial López López y a María Josefa Cervera Tomás, al pago conjun-

to y solidario de una indemnización a la Generalitat Valenciana por importe de

1.784.840€ y declaró responsable civil subsidiario a la fundación Cyes.

Posteriormente, el Tribunal Supremo redujo dicha indemnización a la suma de

1.623.840€ y mantuvo la declaración como responsable civil subsidiario de la

fundación Cyes. 

Por su parte, y siendo funcionarios públicos Rafael Blasco, Javier Llopis,

Alejandro Catalá, Agustina Sanjuán, Josep María Felip y Marc Llinares, se acor-

dó continuar un procedimiento para depurar sus responsabilidades civiles en el

Tribunal de Cuentas, encargado de enjuiciar la responsabilidad contable de

quienes tienen a su cargo el manejo de caudales o efectos públicos. 

En los casos en los que un tribunal penal investiga unos hechos constitutivos

de delito y hay una condena a funcionarios públicos que incluye el pago de una

responsabilidad civil, es el Tribunal de Cuentas, en el ámbito de la jurisdicción

contable, el competente para fijar la cuantía de dicha responsabilidad civil. 

En este caso, el Tribunal de Cuentas, y a raíz de la condena a funcionarios públi-

cos en la pieza primera, dictó sentencia con fecha 12 de noviembre del año

2015, en la que cifró en 1.623.819,86€ los daños y perjuicios causados en los

fondos públicos de la Conselleria de Solidaridad y Ciudadanía de la Generalitat
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Valenciana. Esta sentencia declaró responsables contables directos y solidarios

a Rafael Blasco, Alejandro Catalá, Marcial López, Marc Llinares, Agustina

Sanjuán y Augusto Tauroni y condenó a la fundación Cyes y a la empresa Arcmed

S.L. como responsables contables subsidiarios. 

Del total del dinero defraudado se han recuperado alrededor de 55.000€ proce-

dentes de embargos realizados a Augusto Tauroni. A Rafael Blasco se le embar-

garon 12.000€ que tenía en sus cuentas bancarias, así como también su pen-

sión en la parte proporcional que permite la ley. De otro lado, la Generalitat

Valenciana se adjudicó en subasta tres inmuebles en Valencia que se encontra-

ban unidos y una plaza de garaje, que habían sido adquiridos con el dinero

defraudado por la fundación Cyes.
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3. La figura jurídica de la acusación popular

La acción o acusación popular es una figura procesal penal que concede la posi-

bilidad de ser parte acusadora en un procedimiento penal a cualquier persona

física o jurídica en defensa de la legalidad, sin necesidad de haber sufrido un

perjuicio directo. 

La acción popular aparece recogida en el artículo 125 de la Constitución

Española, en el que se establece: “Los ciudadanos podrán ejercer la acción

popular y participar en la Administración de Justicia mediante la institución del

Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos penales que la ley deter-

mine, así como en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales”. 

La acción popular en España se circunscribe casi exclusivamente, con algunas

excepciones, al procedimiento penal, pero no cabe en los delitos privados,

aquellos que solo pueden perseguirse previa denuncia de la persona perjudica-

da, ni en el proceso penal militar. Sin embargo es necesario tener en cuenta: 

– La acción popular solo pueden ejercitarla las personas de nacionalidad espa-

ñola. Los extranjeros ofendidos o perjudicados por un delito pueden ejercitar la

acusación particular, pero no pueden ejercitar la acusación popular. 

– No pueden ejercitar la acción popular jueces ni magistrados. 

– No puede ejercer de acusación popular quien no goce de la plenitud de los

derechos civiles. 

– No puede ejercer la acción popular quien haya sido condenado dos veces por

sentencia firme como autor de un delito de denuncia o querella calumniosa. 
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– La acusación popular se puede ejercitar tanto por personas físicas

como jurídicas. 

Hay pocos países occidentales que reconocen esta figura jurídica. En

España ya se recogía en la primera constitución democrática, la

Constitución de Cádiz de 1812, y se mantuvo en la Constitución de

1869 y en la de la Segunda República. 

La acusación popular se fundamenta en la idea de evitar el monopo-

lio de la acción penal en la figura del Ministerio Fiscal de modo que,

además de existir la figura de la acusación particular para los ofen-

didos o perjudicados por el delito, existe la acusación popular, que

podrán ejercitar los ciudadanos españoles con arreglo a las prescrip-

ciones legales. Se trata, por tanto, de un mecanismo de democrati-

zación de la justicia que está reconocido como derecho fundamental

en nuestra Constitución. 

La acusación popular ha resultado muy útil en España. De hecho,

muchos grandes procedimientos que se han juzgado en los últimos

años no hubieran llegado a celebrarse de no haber sido por la inter-

vención de la acusación popular. Entre ellos cabe reseñar los casos

Gürtel, Palma Arena, Caja España, Bankia, tarjetas Black, Filesa, cursos de for-

mación en Andalucía, caso Pujol y un largo etcétera. 

Sin embargo, la figura de la acusación popular se puede instrumentalizar para

intereses bien distintos a la búsqueda de la justicia. Un ejemplo de ello es el

reciente caso Nóos, en el que el colectivo de funcionarios públicos Manos

Limpias se personó como acusación popular, descubriéndose más tarde una

supuesta trama de extorsión a cambio de retirar acusaciones en diferentes pro-

cedimientos penales. En dicha trama, supuestamente, estaría implicado el líder

de este sindicato de extrema derecha, Miguel Bernad, el líder de Ausbanc, Luis

Pineda, la propia abogada de esta organización, Virginia López Negrete, y otras

siete personas a las que se acusa de estafa, blanqueo, extorsión, amenazas,

administración desleal, fraude de subvenciones y pertenencia a organización

criminal. Este procedimiento está pendiente de juicio. 

Varias personas y entidades han ejercitado la acusación popular en el caso

Blasco. Inicialmente, se personó Antonio Penadés y más tarde el PSPV-PSOE, la

Coordinadora Valenciana de ONGD y la entidad Asamanu. En la pieza primera,

ya juzgada y con sentencia firme, tras la instrucción de la misma, el Juzgado de

Instrucción número 21 de Valencia acordó que la dirección letrada de todas las

acusaciones populares se unificara en la persona de Antonio Penadés. En las

piezas segunda y tercera, todavía por juzgar, se encomendó a la dirección letra-
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da de la Coordinadora Valenciana de ONGD la representación de todas las acu-

saciones populares. 

La acusación popular es un derecho cívico que pone de relieve el carácter demo-

crático de nuestra sociedad y permite a los ciudadanos ejercitar con el

Ministerio Fiscal la función pública de acusar. Además, debe servir para ejerci-

tar una labor acusatoria responsable y libre de cualquier tipo presión o motiva-

ción más allá de la búsqueda de la justicia, por lo que entendemos que no debe

ser un simple acompañamiento de la acusación pública, sino un instrumento

que permita impulsar el procedimiento y colaborar para obtener una justicia

más efectiva. 

No debemos olvidar, por último, que el Ministerio Fiscal es un órgano jerarqui-

zado directamente conectado con el poder ejecutivo, ya que el Fiscal General

del Estado es un cargo de confianza nombrado por el Gobierno. 

El ejercicio de la acusación popular tiene ciertos límites que han sido fijados

por el Tribunal Supremo en diferentes sentencias, que han motivado la creación

de dos doctrinas, Botín y Atutxa, llamadas así porque derivan de dos procedi-

mientos judiciales en los que se juzgó, respectivamente, al banquero Emilio

Botín y al político Juan María Atutxa.
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Doctrina Botín y doctrina Atutxa

La sentencia del Tribunal Supremo de 17 de diciembre del año 2007 exoneró al

banquero Emilio Botín, presidente del Banco de Santander, de ser juzgado por

una presunta defraudación masiva mediante cesiones de crédito, establecien-

do que si el Ministerio Fiscal y la acusación particular no acusan, no cabe la

posibilidad de abrir el juicio oral, a pesar de que la acusación popular sí lo pre-

tenda. A este posicionamiento del Tribunal Supremo se le llamó doctrina Botín.

Sin embargo, mediante sentencia de 8 de abril del 2008, el Tribunal Supremo

matizó la doctrina Botín en lo que se llamó doctrina Atutxa. En esta sentencia

condenó al expresidente del Parlamento Vasco, Juan María Atutxa por un delito

de desobediencia a la autoridad judicial. En este caso, y a pesar de que única-

mente la acusación popular formuló acusación, entendió el Tribunal Supremo

que debía prosperar el procedimiento por cuanto el delito que se enjuiciaba

afectaba a los intereses colectivos. 

Estas doctrinas del Tribunal Supremo limitan en cierta medida la actuación de

la acusación popular dependiendo del tipo de delito que se enjuicie y de la posi-

ble acusación o no del Ministerio Fiscal y la acusación particular. 

En las piezas segunda y tercera deben juzgarse delitos relacionados con la mal-

versación de dinero público destinado a la Cooperación Internacional y, por

tanto, resulta más que evidente que dichos delitos afectan sobradamente a

intereses colectivos. A pesar de ello, muy probablemente, muchas de las defen-

sas alegarán la doctrina Botín para intentar que no se condene a aquellos acu-

sados frente a los que únicamente formule acusación la acción popular. 
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4. Situación de las piezas segunda y tercera 

del caso Blasco

A diferencia de lo que ocurrió en la pieza primera, que fue juzgada por el Tribunal

Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, y teniendo en cuenta la pérdi-

da de aforamiento de Rafael Blasco, las piezas segunda y tercera serán

Juzgadas por la Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Valencia. 

La Sección Quinta de la Audiencia Provincial de Valencia dictó, con fecha 19 de

septiembre del año 2018, diligencias de ordenación en la que señaló calenda-

rio para la celebración del juicio oral que debe juzgar las piezas segunda y ter-

cera, fijando el día 15 de abril para el inicio de las sesiones de dicho juicio. 

Tanto el Ministerio Fiscal como la Generalitat Valenciana y la Coordinadora

Valenciana de ONGD habían formulado sus respectivos escritos de acusación

en el mes de julio del año 2017 contra los más de veinte acusados de las pie-

zas segunda y tercera. En ellos solicitaban elevadas penas de prisión para los

acusados, así como importantes cantidades dinerarias en concepto de respon-

sabilidad civil. En concreto, la Coordinadora Valenciana de ONGD valoraba dicha

responsabilidad civil en 3.357.913,48€, el Ministerio Fiscal en 4.639.840,11€

y la Generalitat Valenciana en 5.035.942,45€. 

Adicionalmente, la Generalitat Valenciana y la Coordinadora Valenciana de

ONGD solicitaron la suma de 3 y 4 millones de euros, respectivamente, en con-

cepto de daños morales, por el impacto negativo de estos hechos en la credibi-

lidad de las ONGD y en la política pública de cooperación. Sin embargo, es posi-
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ble que alguna o algunas de las acusaciones pudieran llegar a un acuerdo de

conformidad con los acusados. 

La conformidad es una vía, establecida en nuestra Ley de Enjuiciamiento

Criminal, cuya finalidad es conseguir una rápida terminación del proceso penal,

que evite la celebración del juicio oral, y consiste en que los acusados reconoz-

can los hechos y se conformen con las penas solicitadas por las acusaciones. 

Pues bien, la ley prevé la posibilidad de que, con anterioridad a la celebración

del juicio oral, los acusados puedan conformarse con el escrito de acusación

que contenga las penas de mayor gravedad, y cabe la posibilidad de que las

acusaciones modifiquen su escrito de acusación inicial. 

Si todos los acusados se conformaran con el escrito de acusación que contu-

viera las penas más graves, ya fuera el inicialmente presentado o uno posterior

que lo modificara, el juez dictaría sentencia con arreglo al mismo. Ello es posi-

ble porque en nuestro ordenamiento jurídico rige el principio acusatorio, que

impide que un juez pueda condenar por un delito por el que no ha sido acusa-

da una persona, o pueda condenarla por una pena superior a la solicitada por

las acusaciones. En este caso, el juicio oral no se celebraría. 

Sin embargo, si no se alcanza un acuerdo respecto a todas las personas acu-

sadas o si dicho acuerdo se alcanza únicamente con alguna de las acusaciones

y otra u otras mantienen una acusación superior, el juicio debe celebrarse. 

El fundamento jurídico de una posible modificación del escrito de acusación ini-

cial de alguna o algunas de las acusaciones en las piezas segunda y tercera,

lo encontraríamos en la aplicación de la atenuante de reparación del daño, pre-

vista en el ar tículo 21.5 del Código Penal, y en la posibilidad de reducir las

penas conforme al ar tículo 66 del mismo texto legal, que establece reglas para

poder reducir la responsabilidad penal en el caso de que existan circunstan-

cias atenuantes.

Fundamentación jurídica de un posible acuerdo. Reparación del daño

El artículo 21 del Código Penal establece las circunstancias atenuantes de la

pena en nuestro ordenamiento jurídico. Y, en concreto, en el apartado 5º de

dicho artículo se establece como una de dichas circunstancias “la de haber pro-

cedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la víctima, o disminuir sus

efectos, en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad a la cele-

bración del acto del juicio oral”. 

Se exige, por tanto, para entender que se cumplen los requisitos de reparación

Una experiencia ciudadana de lucha contra la corrupción

• 60



del daño, que la acción reparadora tenga lugar con anterioridad a la celebración

del acto del juicio oral; que la reparación del daño o la disminución de sus efec-

tos no se refiera sólo a daños materiales, sino que incluya los de naturaleza

moral; y que la reparación sea suficientemente significativa y relevante. 

En este caso, y si efectivamente se reparara el daño por alguno o algunos de

los acusados, las penas solicitadas inicialmente pueden rebajarse conforme

dispone artículo 66 del Código Penal, que establece diferentes criterios para

poder atenuar o agravar las penas, dependiendo de la existencia de una o

varias circunstancias atenuantes o agravantes. 

En este caso, si se considerara que se ha reparado el daño por alguna de las

personas acusadas, podría rebajarse la pena, y la rebaja sería mayor si se con-

siderara que la reparación del daño es muy cualificada, es decir, que tiene una

intensidad superior a la normal, teniendo en cuenta las condiciones del culpa-

ble y las circunstancias de los hechos. 

En este punto cabe preguntarse qué daños se han producido en el presente

caso como consecuencia de la actuación de los acusados en los hechos que se

enjuician en las piezas segunda y tercera. 

En primer lugar, las acusaciones han solicitado una responsabilidad civil para

los acusados, cuya cuantía se corresponde con la de los recursos públicos des-

tinados a proyectos de Cooperación Internacional que, según la investigación,

se malversaron para beneficio propio de las personas integrantes de la trama.

El Ministerio Fiscal cuantificó esta responsabilidad civil en 4.639.840,11€, la

Generalitat Valenciana en 5.035.942,42€ y la Coordinadora Valenciana de

ONGD en 4.100.675,17€. 

De otro lado, el impacto negativo de los hechos que se van a enjuiciar va más

allá del perjuicio económico causado a la Administración Pública, afectando a la

credibilidad de las ONGD, a la política pública en materia de Cooperación

Internacional al Desarrollo y a todos los actores involucrados en la misma. El

caso Blasco ha generado una importante desconfianza y dudas sobre el buen

uso de los recursos públicos destinados a cooperar con las poblaciones más

vulnerables y empobrecidas. La Generalitat Valenciana cuantificó estos daños

morales en la suma de 3.000.000€ y la Coordinadora Valenciana de ONGD en

4.000.000€. 

Por último, existen importantes daños de difícil, por no decir imposible, repara-

ción, y que en cualquier caso no pueden ser reclamados en este procedimien-

to penal. Nos referimos al perjuicio sufrido por todas aquellas ONGD de recono-

cida trayectoria y competencia que no recibieron subvenciones por parte de la

Conselleria de Solidaridad y Ciudadanía de Rafael Blasco entre los años 2008
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y 2011, ya que dichas subvenciones públicas en

materia de Cooperación Internacional se destinaron a

favorecer a organizaciones “próximas” al entonces

conseller y a otras entidades que estaban en conni-

vencia con la trama corrupta, tal y como quedó acre-

ditado en la pieza primera y se desprende de la ins-

trucción de las piezas segunda y tercera.

Uno de los argumentos utilizados para justificar un

posible acuerdo de conformidad es el hecho de que

Rafael Blasco fue condenado por el Tribunal Supremo

a 6 años y 6 meses de prisión y, teniendo en cuenta

que la división en diferentes piezas del procedimiento

es una herramienta para facilitar la labor del juzgado

o tribunal que debe enjuiciar el asunto, el Tribunal

Supremo ha concluido que no pueden acumularse las

condenas por los mismos delitos impuestas en dife-

rentes piezas. Es decir, que si se condenara a Rafael

Blasco en las piezas segunda y tercera a 7 años por

los mismos delitos por los que se le condenó en la

pieza primera, ambas penas no se sumarían, sino que

cumpliría la más alta, en este caso la de 7 años. Por

todo ello, una previsible condena de Rafael Blasco no

supondría, en la práctica, que cumpliera una pena

superior a la ya impuesta por el Tribunal Supremo en

la pieza primera. 

Hay que tener en cuenta que todas las acusaciones

han solicitado la condena de Rafael Blasco por un delito de asociación ilícita en

las piezas segunda y tercera -delito por el que no se le acusó en la primera-, así

como han solicitado una pena superior a 6 años y 6 meses por los delitos de

malversación, prevaricación y falsedad -condena que se le impuso por el

Tribunal Supremo-; por lo que un posible acuerdo evitaría que Rafael Blasco

pudiera enfrentarse al cumplimiento de varios años más de prisión. En las pie-

zas segunda y tercera se investiga si Rafael Blasco organizó una estructura cri-

minal encaminada a defraudar dinero público, de la que formarían parte Marc

Llinares y Augusto Tauroni. 

Por otra parte, en las piezas segunda y tercera, además de Rafael Blasco, han

sido acusadas por diferentes delitos veinte personas -entre ellas empresarios,

responsables de la empresa evaluadora de los proyectos y funcionarios públi-
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cos-, todas ellas implicadas en uno de los episodios de corrupción con mayor

impacto en la opinión pública que ha sufrido la Comunidad Valenciana, que

supuso la existencia de una trama corrupta que desvió dinero público destina-

do a Cooperación Internacional durante los años en los que Rafael Blasco estu-

vo al mando de la Conselleria de Solidaridad y Ciudadanía. 
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Glosario

Pieza

La complejidad de algunos procedimientos penales, especialmente ciertos pro-

cesos de corrupción que se han tramitado en los últimos años, ha hecho que

resulte habitual que este tipo de procedimientos se dividan en diferentes “pie-

zas separadas” con la finalidad de transformar un procedimiento complejo, en

el que existen múltiples personas implicadas y hechos a investigar, en varios

más “asequibles”, que permiten juzgar los hechos de forma más rápida. El pro-

pio Tribunal Supremo se ha manifestado en favor de la división de procedimien-

tos penales complejos en diferentes “piezas separadas”.

Responsabilidad civil

La responsabilidad civil derivada de una infracción penal consiste en la obliga-

ción de restituir un bien o reparar o indemnizar por los daños y perjuicios que

los hechos delictivos hayan podido provocar.

Responsabilidad civil subsidiaria

Consiste en la obligación de restituir un bien o reparar o indemnizar por los

daños y perjuicios que los hechos delictivos hayan podido provocar, y entra en

juego cuando el responsable civil directo no asume la responsabilidad civil a la

que se le condenó.

Inhabilitación absoluta 

La inhabilitación absoluta implica la pérdida por parte de la persona condena-

da de todos los empleos o cargos públicos que tuviere y la imposibilidad de

obtenerlos durante el tiempo de duración de la condena.

Asociación ilícita

Consiste en un grupo de personas que se constituye con la finalidad de come-

ter actos delictivos, con una estructura definida y duradera en el tiempo.

Daños morales 

Los daños morales consisten en un perjuicio no económico, que genera la

lesión de un bien de la persona, ya sea la salud, libertad, honestidad, honor,

entre otros.
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